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I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA. 
 
El Proyecto de ley número 086 de 2021 Cámara. “Por medio de la cual se declara 
patrimonio cultural e inmaterial de la nación las exposiciones, ferias y festivales 
equinos y se dictan disposiciones para su fomento”, es de autoría de los H.Rs. 
Juan Fernando Espinal Ramírez, Christian Munir Garces Aljure, Juan Pablo Celis 
Vergel, Esteban Quintero Cardona, Paola Andrea Holguín Moreno. La iniciativa 
fue radicada en la Cámara de Representantes el día 21 de julio de 2021. La 
misma se remitió a la Comisión Sexta Constitucional Permanente de la Cámara 
de Representantes y fui designado como ponente único, tanto para primer 
debate como para segundo debate. 
 

II. CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE EL PROYECTO DE LEY 
No. 086 DE 2021, CÁMARA. 

El objeto de la presente Ley es declarar patrimonio Cultural e Inmaterial de la 
Nación las exposiciones, ferias y festivales equinos que se realizan en el territorio 
nacional.  

I. Introducción 
El Patrimonio Inmaterial de la Nación, a las voces de la ley 397 de la ley 1997, 
modificada por la Ley 1185 de 2008, es aquel constituido por diversas 
manifestaciones, prácticas, usos, representación, expresiones, conocimientos, 
técnicas y espacios culturales, que la sociedad reconoce como suyos, que son 
la base de su autor reconocimiento, de su identidad y entorno a los cuales se 
han tejido complejos vínculos anónimos que sirven de factor de cohesión social. 
(Art. 11)  

Asociado íntima y estrechamente con la identidad nacional, la preservación y 
promoción de dicho acumulado cultural deviene entonces en una los 
compromisos más importantes de la sociedad y sus instituciones, comoquiera 
que ello asegura su trascendencia intergeneracional1 y fortalece el 
entrelazamiento social.   

De acuerdo con el precedente constitucional, la carta Política dispone de un 
importante número de disposiciones que autorizan al Estado a promover 
activamente, incluso con la erogación de recursos públicos, el Patrimonio 
Inmaterial de la Nación, como uno de sus fines esenciales:  

La Carta Política prevé entre los fines esenciales del Estado el de facilitar la 
participación de todos “en las decisiones que los afectan y en la vida […] cultural 
de la nación” (CP art 2). Establece que el Estado “reconoce y protege la 
diversidad […] cultural de la nación colombiana” (art 7). Declara como obligación 
del Estado y de las personas “proteger las riquezas culturales […] de la nación” 
(art 8). Consagra el derecho de los niños a “la cultura” (art 44). Contempla entre 
los fines de la educación “el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y 
a los demás bienes y valores de la cultura” (art 67). Estatuye que el Estado tiene 
el deber “promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los colombianos 
en igualdad de oportunidades”, y destaca que “[l]a cultura en sus diversas 
manifestaciones es fundamento de la nacionalidad”, por lo cual el Estado debe 
promover “el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la nación” (art 
70). Contempla el deber estatal de incluir en los planes de desarrollo el fomento 
“a la cultura”, y el de crear “incentivos para personas e instituciones que 
desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología y las demás manifestaciones 
culturales”, así como el de ofrecer estímulos especiales a personas y entidades 
que ejerzan estas actividades (art 71). Declara que “[e]l patrimonio cultural de la 
nación está bajo la protección del Estado”, y que el patrimonio arqueológico y 
otros bienes culturales “pertenecen a la nación y son inalienables, inembargables 
e imprescriptibles” (art 72). Finalmente expresa que es deber de todas las 

 
1 Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, artículo 2.1.: “Este patrimonio 
cultural inmaterial, que se transmite de generación en generación, es recreado constantemente por las 
comunidades y grupos en función de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia, 
infundiéndoles un sentimiento de identidad y continuidad y contribuyendo así a promover el respeto de 
la diversidad cultural y la creatividad humana”.  
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personas “[p]roteger los recursos culturales y naturales del país” (art 95-8). 
(Corte Constitucional, sentencia C-567 de 2016) 

Asimismo, destaca la Corte Constitucional en ese mismo fallo, el Estado 
colombiano ha ratificado instrumentos internacionales que refuerzan su 
compromiso con la preservación y promoción de bienes culturales, sean estos 
materiales o inmateriales, como la Convención de Salvaguardia del Patrimonio 
Cultural Inmaterial y el Pacto Internacional de Derechos Sociales, Económicos y 
Culturales. Estas normas, asimismo, refuerzan el compromiso estatal con la 
protección de la diversidad cultural, como un elemento intrínseco de la identidad 
personal y de la dignidad humana.  

Por tanto, la identificación, preservación y promoción del acumulado cultural 
constituye un deber fundamental del Estado encaminado a la salvaguardia de la 
diversidad y la identidad de la nación, entendida por la Convención para la 
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial como “las medidas encaminadas 
a garantizar la viabilidad del patrimonio cultural inmaterial, comprendidas la 
identificación, investigación, preservación, protección, promoción, valorización, 
transmisión y revitalización de este patrimonio en sus distintos aspectos.”(Art. 
2.3) 

El presente proyecto de ley pretende, en el marco de este deber institucional, la 
declaración como parte del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Nación las 
exposiciones, ferias y festivales equinos, considerados como espacios de 
promoción y divulgación de la cultura equina, en los que se promueve el 
reconocimiento al valor histórico de los equinos en la construcción de identidad 
y el progreso nacional. Estos espacios, además de ser propicios para el 
esparcimiento familiar y el dinamismo de un importante segmento de la 
economía agropecuaria del país, vienen siendo el medio por excelencia para 
promocionar uno de los valores identitarios de la nación: el caballo de paso fino 
colombiano (Reconocido como Patrimonio Genético Nacional, mediante la ley 
1842 de 2017).     

II. Justificación del proyecto de ley 
 

La identidad de las sociedades se forja gracias a un proceso dinámico, complejo 
y prolongado en el tiempo, que gravita entorno a un cúmulo de vivencias 
colectivas específicas, que evidencian rasgos distintivos del grupo y en las que 
se refleja la idiosincrasia de los sujetos que la integran, así como el sentido y 
propósitos comunes que trascienden generaciones. A este acumulado, 
abstracto, de experiencias colectivas suele denominársele “Patrimonio 
inmaterial”, dada su vocación de ser trasmitidas de generación en generación.   
 
Cuando se analiza el concepto de patrimonio se lo asocia a la idea de una 
herencia colectiva, a la vez que se piensa su gestión como la posibilidad de 
“devolver el patrimonio, que es algo que viene del pasado, a la sociedad del 

presente para que ésta pueda legarlo a la sociedad del futuro” (Ballart Hernández 
y Juan i Treserras, 2010: 7).  
 
Al vinculárselo con la capacidad de reflexión histórica, la transmisión se 
constituye en elemento esencial en el contenido del patrimonio, de allí que se 
postule que los objetos culturales –a los que se considera como portadores de 
la memoria colectiva– reciben y transmiten la herencia cultural de una generación 
a otra, y de este modo contribuyen a definir lo que determinada comunidad ‘es’, 
su identidad en un sentido esencialista.2     
 
La Convención para la salvaguarda de patrimonio cultural inmaterial, aprobada 
en la Conferencia General de la UNESCO (2003), ratificada por Colombia 
mediante la Ley 1037 de 2006, define como “patrimonio cultural inmaterial” 
(Artículo 2º):  
 
…los usos, representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas –junto con 
los instrumentos, objetos, artefactos y espacios culturales que les son 
inherentes– que las comunidades, los grupos y en algunos casos los individuos 
reconozcan como parte integrante de su patrimonio cultural. Este patrimonio 
cultural inmaterial, que se transmite de generación en generación, es recreado 
constantemente por las comunidades y grupos en función de su entorno, su 
interacción con la naturaleza y su historia, infundiéndoles un sentimiento de 
identidad y continuidad y contribuyendo así a promover el respeto de la 
diversidad cultural y la creatividad humana.  
 
Este mismo instrumento internacional, menciona como ámbitos en los que se 
particularmente manifiesta dicho patrimonio: (i) Tradiciones y expresiones orales, 
incluido el idioma como vehículo del patrimonio cultural inmaterial; (ii) Artes del 
espectáculo; (iii) Usos sociales, rituales y actos festivos; (iv) Conocimientos y 
usos relacionados con la naturaleza y el universo; (v) Técnicas artesanales 
tradicionales. 
 
En consideración a su importancia como factor identificador y cohesionador de 
las sociedades, los ordenamientos jurídicos nacionales –fundamentados en 
compromisos internacionales3—reconocen el deber de los Estados de llevar a 

 
2 COLOMBATO, Lucía Carolina. Avances, frenos y retos de la consolidación del derecho humano al(os) 
patrimonio(s) cultural(es) desde La Pampa (1994-2013), Tesis de Maestría, Universidad Nacional de La 
Pampa, Argentina. Pág. 24. 

3 La citada Convención UNESCO (2003) relaciona las acciones que le corresponde a los Estados Parte 
adelantar con el propósito de preservar su patrimonio cultural inmaterial:  

cabo acciones multidimensionales tendientes a identificar, inventariar, conservar 
y patrocinar diversas expresiones o manifestaciones culturales de diversa índole 
que reflejan sus rasgos característicos y los de los individuos que las integran.   
 

 
“ARTÍCULO 11. FUNCIONES DE LOS ESTADOS PARTES INCUMBE A CADA ESTADO PARTE.  

  

a) Adoptar las medidas necesarias para garantizar la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial 
presente en su territorio; 

b) Entre las medidas de salvaguardia mencionadas en el párrafo 3 del artículo 2o, identificar y definir los 
distintos elementos del patrimonio cultural inmaterial presentes en su territorio, con participación de las 
comunidades, los grupos y las organizaciones no gubernamentales pertinentes. 

 

ARTÍCULO 13. OTRAS MEDIDAS DE SALVAGUARDIA. 

  

Para asegurar la salvaguardia, el desarrollo y la valorización del patrimonio cultural inmaterial presente 
en su territorio, cada Estado Parte hará todo lo posible por: 

  

a) Adoptar una política general encaminada a realizar la función del patrimonio cultural inmaterial en la 
sociedad y a integrar su salvaguardia en programas de planificación; 

b) Designar o crear uno o varios organismos competentes para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial presente en su territorio; 

c) Fomentar estudios científicos, técnicos y artísticos, así corno metodologías de investigación, para la 
salvaguardia eficaz del patrimonio cultural inmaterial, y en particular del patrimonio cultural inmaterial 
que se encuentre en peligro; 

d) Adoptar las medidas de orden jurídico, técnico, administrativo y financiero adecuadas para: 

i) Favorecer la creación o el fortalecimiento de instituciones de formación en gestión del patrimonio 
cultural inmaterial, así como la transmisión de este patrimonio en los foros y espacios destinados a su 
manifestación y expresión;”  

ii) Garantizar el acceso al patrimonio cultural inmaterial, respetando al mismo tiempo los usos 
consuetudinarios por los que se rige el acceso a determinados aspectos dicho patrimonio; 

  

iii) Crear instituciones de documentación sobre el patrimonio cultural inmaterial y facilitar el acceso a 
ellas. 

La Constitución Política colombiana, en varias disposiciones, hace referencia 
expresa al deber de protección que pesa sobre las autoridades públicas y a los 
residentes en el país en relación con los usos, costumbres y demás 
manifestaciones culturales que nutren su patrimonio inmaterial.    
 

Artículo 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares. 

Artículo 8o. Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación. 

Artículo 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras 
comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio 
arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables. 

Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la 
cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la 
educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y profesional 
en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional. La cultura 
en sus diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad. El Estado 
reconoce la igualdad y dignidad de todas las que conviven en el país. El Estado 
promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores 
culturales de la Nación. 

Artículo 72. El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado. 
El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad 
nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables, inembargables e 
imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para readquirirlos cuando 
se encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales 
que pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza 
arqueológica. 

Este marco dispositivo fundamental sirve de base para la regulación legal, entre 
la que se destaca la ley 397 de 1997, y ha sido objeto de abundantes 
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pronunciamientos jurisprudenciales de naturaleza constitucional, contribuyendo 
a esclarecer el contenido y alcance de los conceptos y, asimismo, del sentido de 
las obligaciones del Estados y sus autoridades. A los efectos que interesan traer 
a colación como fundamento de este proyecto de ley, se tiene las sentencias de 
la Corte Constitucional: C-120 del 2008 (Expediente LAT-290/ Magistrado 
ponente Mauricio González Cuervo)4, C- 224 de 2016 (Expediente D-11015 / 
Magistrados ponentes Alejandro Linares Cantillo y Jorge Iván Palacio Palacio)5, 
C-567 de 2016 (Expediente D-11345 / Magistrada ponente María Victoria Calle 
Correa)6 y C-111 de 2017 (Expediente D-11485 / Magistrado Ponente Luis 
Guillermo Guerrero Pérez)7 

En la sentencia C-120, la Corte determinó el alcance de las tareas de 
salvaguarda que le corresponden al Estado colombiano, en atención a los 
compromisos internacionales que se asumirían con la ratificación de la 
Convención UNESCO de 2003. La providencia deja claro el amplio espectro de 
estas obligaciones:   
 
Los compromisos del Estado Colombiano en el plano nacional para la protección 
de su patrimonio cultural inmaterial (Parte III –artículos 11 -15), compaginan sin 
dificultad con los artículos 7, 71 y 72 de la Constitución en materia de protección 
de la diversidad étnica y cultural y de investigación y fomento de las 
manifestaciones culturales del país. En ese sentido, la elaboración de 
inventarios, la generación de políticas, la creación de organismos de 
salvaguarda del patrimonio, la adopción y promoción de estudios e 
investigaciones, la realización de foros y de otros espacios destinados al 
cumplimiento de la finalidad esencial del tratado y la creación de instituciones 
de documentación, son todas tareas que contribuyen a la realización de los fines 
señalados. Además, el énfasis de la Convención en los procesos educativos y 
de fortalecimiento de competencias y en la participación de las comunidades, 
grupos e individuos, en especial de los jóvenes, para asociarlos activamente a 

 
4 Revisión de constitucionalidad de la “Convención para la salvaguardia del patrimonio cultural 
inmaterial”, aprobada en la Conferencia General de la UNESCO, en su reunión celebrada en París y 
clausurada el diecisiete (17) de octubre de 2003, y de la Ley 1037 de 2006, aprobatoria de aquélla. 

5 Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 8º de la ley 1645 de 2013, “por la cual se declara 
patrimonio cultural inmaterial de la Nación la Semana Santa de Pamplona, departamento de Norte de 
Santander, y se dictan otras disposiciones”. 

6 Acción pública de inconstitucionalidad contra el artículo 4º de la Ley 891 de 2004 ‘por la cual se declara 
patrimonio cultural nacional las procesiones de semana santa y el festival de música religiosa de Popayán, 
departamento del Cauca, se declara monumento nacional un inmueble urbano, se hace un reconocimiento 
y se dictan otras disposiciones’. 

7 Asunto: Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 2 de la Ley 993 de 2005, “por medio de la 
cual se declara patrimonio cultural de la Nación las fiestas patronales de San Francisco de Asís en el 
municipio de Quibdó, en el departamento del Chocó y se dictan otras disposiciones”  

la protección del patrimonio cultural (arts. 14-15) tiene una importancia especial 
en el marco del derecho a la educación (Art. 69 y 70 C.P) y de los principios 
constitucionales que orientan la acción del Estado hacia el logro de una sociedad 
más incluyente y participativa. El conocimiento y divulgación de ese patrimonio 
constituye sin duda una forma de aprender a respetar y aceptar la diferencia, de 
evitar las exclusiones y los fundamentalismos, y un referente para las futuras 
generaciones en el proceso constante de recreación simbólica de la realidad, el 
desarrollo de las identidades a partir de criterios diferentes y la realización del 
ser humano en la cultura, a través de nuevas y particulares expresiones. 

 
En la sentencia C-224, aunada a la definición de “cultura” que se formula, la 
Corte explica la relación del marco regulatorio antes mencionado con el artículo 
2º constitucional, alusivo al deber de protección de la honra y bienes de los 
habitantes del territorio que recae sobre el Estado. Esta relación conceptual no 
es de menor importancia, en la medida en que destaca el valor de la cultura en 
el desenvolvimiento y la vida de la sociedad colombiana y lo asocia con los 
bienes de que cada uno de los individuos es titular (patrimonio común).  
 
En relación con este patrimonio colectivo, la Corte hace una oportuna referencia 
a la tendencia proteccionista que ha marcado la evolución del desarrollo 
regulatorio nacional e internacional, con base en lo cual puede afirmarse que el 
mismo constituye objeto de especial protección.  
Esta misma sentencia precisa los límites de la competencia del Congreso de la 
República para autorizar el gasto por medio de proyectos como el presente, 
según se explica más adelante.   
 
La cultura, definida en términos generales como “el conjunto de rasgos distintivos 
espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una 
sociedad o a un grupo social y que abarca, además de las artes y letras, los 
modos de vida, las maneras de vivir juntos, los sistemas de valores, las 
tradiciones y las creencias”8, encuentra profundo raigambre en el ordenamiento 
constitucional colombiano. 

En este sentido, el artículo 2º de la Constitución Política consagra como uno de 
los fines esenciales del Estado “facilitar la participación de todos en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación”; el artículo 7º 
“reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”; el 

 
8 Cfr. Declaración Universal sobre Diversidad Cultural

 

artículo 8º eleva a obligación del Estado y de toda persona “proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación”; el artículo 44 define la cultura como un 
“derecho fundamental” de los niños; el artículo 67 dispone que el derecho a la 
educación busca afianzar los valores culturales; el artículo 70 estipula que “la 
cultura, en sus diversas manifestaciones, es el fundamento de la nacionalidad”; 
el artículo 71 señala el deber de “fomento a las ciencias y, en general, a la 
cultura”; el artículo 72 reconoce que “el patrimonio cultural de la Nación está bajo 
la protección del Estado”; y, el artículo 95-8 señala como uno de los deberes de 
la persona y el ciudadano “proteger los recursos culturales y naturales”; entre 
otras disposiciones. 

(…) 

En estos términos, la Constitución Política de Colombia protege el Patrimonio 
Cultural de la Nación, entendiendo éste como una expresión de la identidad de 
un grupo social en un momento histórico, es decir, que “constituye un signo o 
una expresión de cultura humana, de un tiempo, de circunstancias o 
modalidades de vida que se reflejan en el territorio, pero que desbordan sus 
límites y dimensiones”9. Por lo tanto, el Estado tiene la obligación “de asegurar 
la conservación y recuperación de los bienes que conforman dicho patrimonio 
cultural”.   

3. Con este derrotero la protección al patrimonio cultural de la Nación es 
consecuencia directa de la cultura, fundamento para la construcción y 
consolidación de la nacionalidad colombiana.  

(…) 

4. No obstante, la conceptualización acerca de qué es y qué comprende el 
patrimonio cultural ha sido objeto de permanente ajuste tanto en el plano 
internacional como en el orden interno, siempre con el propósito de ampliar y 
fortalecer su órbita de protección. 

En el ámbito internacional, por ejemplo, la Convención de protección de bienes 
culturales en caso de conflicto armado, adoptada por la UNESCO en 1954, hizo 
por primera vez una descripción de los bienes objeto de especial protección en 
el contexto del enfrentamiento armado. Dispuso cuáles serían considerados 
como culturales teniendo como base su relevancia para cada Pueblo, ya fueren 
muebles o inmuebles, con independencia de su origen (…) 

Posteriormente, la Convención sobre la Protección del patrimonio mundial, 
cultural y natural, adoptada por la UNESCO en 197210, tomó como criterio 

 
9  

10  

relevante la importancia de los bienes “desde la historia, el arte o la ciencia”, al 
igual que su “valor universal excepcional”: (…)  

Para extender la protección de aquellos objetos más allá del reflejo de un momento 
histórico o arquitectónico en una determinada era, el Convenio introdujo conceptos 
como el de “patrimonio natural” y su proyección desde el punto de vista “estético o 
científico”: (…) 

Con la adhesión a dicho instrumento el Estado colombiano reconoció una 
obligación preferente para identificar, proteger, conservar, rehabilitar y transmitir 
a las generaciones futuras el patrimonio cultural y natural situado en su territorio. 
Además, se obligó a adoptar medidas políticas, jurídicas, científicas, técnicas, 
administrativas y financieras para la protección del respectivo Patrimonio 
Nacional. 

Con posterioridad, la Convención para la salvaguardia del “patrimonio cultural 
inmaterial”, aprobada por la UNESCO en el año 2003, adoptó un instrumento 
multilateral con el propósito de ampliar el ámbito de protección e incluir dentro 
de la noción de patrimonio cultural aquellos usos, representaciones, 
expresiones, conocimientos y técnicas reconocidas e interiorizadas con 
sentimiento de identidad por las comunidades, transmitidas por generaciones y 
que afianzan su diversidad y creatividad. Todo ello, siempre y cuando sean 
compatibles con los instrumentos de derechos humanos, con el respeto entre 
comunidades y con la noción de desarrollo sostenible (medio ambiente). (…) 

(…) 

5. En el orden interno, el Congreso de la República ha venido ajustando la 
normatividad con el propósito de acoplarla a los estándares del derecho 
internacional.  

Además de la adhesión a la Convención de protección de bienes culturales en 
caso de conflicto armado de 1954, a la Convención sobre la Protección del 
patrimonio mundial, cultural y natural de 1972, y a la Convención para la 
salvaguardia del “patrimonio cultural inmaterial” de 2003, antes referidas, el 
Congreso aprobó la ley 397 de 1997, que se conoce como la “ley general de 
cultura”.  

En esta última reguló lo concerniente al patrimonio cultural de la Nación y su 
sistema general de protección y salvaguarda. Con la modificación introducida 
recientemente por la ley 1185 de 2008 se extendió la noción de patrimonio 
cultural para incluir también las “manifestaciones inmateriales” y otras 
representaciones que expresan la nacionalidad colombiana. La regulación actual 
señala lo siguiente: 

“ARTICULO 4o. INTEGRACIÓN DEL PATRIMONIO CULTURAL DE LA 
NACIÓN. El patrimonio cultural de la Nación está constituido por todos los bienes 
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materiales, las manifestaciones inmateriales, los productos y las 
representaciones de la cultura que son expresión de la nacionalidad colombiana, 
tales como la lengua castellana, las lenguas y dialectos de las comunidades 
indígenas, negras y creoles, la tradición, el conocimiento ancestral, el paisaje 
cultural, las costumbres y los hábitos, así como los bienes materiales de 
naturaleza mueble e inmueble a los que se les atribuye, entre otros, especial 
interés histórico, artístico, científico, estético o simbólico en ámbitos como el 
plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, lingüístico, sonoro, musical, 
audiovisual, fílmico, testimonial, documental, literario, bibliográfico, museológico 
o antropológico” (Resaltado fuera de texto).  

Este listado es meramente enunciativo por cuanto el criterio inmanente que 
define el alcance del patrimonio cultural es el relativo a la “expresión de la 
nacionalidad colombiana”. Ya se trate de bienes materiales o inmateriales, de 
productos o representaciones –que pueden tener las más diversas formas-, lo 
cierto es que “todo lo que nos identifica como colombianos hace parte del 
patrimonio cultural y está cobijado por el mandato del artículo 8º constitucional”.  

(…) 

De esta manera, el régimen legal establece una distinción entre (i) bienes que 
hacen parte del “patrimonio cultural de la Nación” y (ii) bienes que han sido 
declarados por el Ministerio de Cultura como “de interés cultural”, los cuales son 
destinatarios del régimen especial de protección previsto en la ley 397 de 1997 
y sus normas reglamentarias. Al respecto la Corte ha explicado que, “además de 
la Ley 397 de 1997, existe un conjunto de leyes y tratados internacionales que 
consagran otras formas de protección a la integridad del patrimonio cultural de 
la Nación, por lo que no puede concluirse que la inaplicación de la ley de la 
cultura para los bienes no declarados de interés cultural, implica descuido o 
abandono de los deberes de protección del patrimonio cultural de la Nación y 
fomento del acceso a la cultura, que los artículos 7º, 8º, 70 y 72 de la Constitución 
imponen al Estado”. 

Por su parte, en la sentencia C-111, el Tribunal constitucional colombiano insistió 
en el deber especial de salvaguarda que pesa sobre el Estado y sus autoridades, 
cuyo espectro comprende tareas de protección, difusión y financiación del 
patrimonio cultural inmaterial.   
 

6.3.2. Dentro de las distintas expresiones de cultura, el Texto Superior le otorga 
especial importancia al patrimonio cultural de la Nación, al reconocer 
explícitamente que se encuentra bajo la protección del Estado (CP art. 72). No 
obstante, ninguna disposición de la Carta brinda una noción o concepto sobre 
dicho patrimonio, circunstancia que se suple por vía del artículo 1 de la Ley 1185 
de 2008, en el que se estípula que el patrimonio cultural de la Nación 
corresponde a “todos los bienes materiales, las manifestaciones inmateriales, los 

productos y las representaciones de la cultura que son expresión de la 
nacionalidad colombiana, tales como, la lengua castellana, las lenguas y 
dialectos de las comunidades indígenas, negras y creoles, la tradición, el 
conocimiento ancestral, el paisaje cultural, las costumbres y los hábitos, así 
como los bienes materiales de naturaleza mueble e inmueble a los que se les 
atribuye, entre otros, especial interés histórico, artístico, científico, estético o 
simbólico en ámbitos como el plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, 
lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico, testimonial, documental, 
literario, bibliográfico, museológico o antropológico.” 

(…) 

6.3.3. Como se manifestó con anterioridad, el artículo 72 de la Constitución le 
impone al Estado el compromiso de proteger el patrimonio cultural de la Nación, 
lo que incluye, entre otras, la labor de adoptar medidas que permitan su 
promoción, fomento y difusión, conforme se deriva de lo consagrado en los 
artículos 7, 8 y 70 de la Carta Política. En armonía con lo expuesto, la 
Convención de la UNESCO para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial de 2003 establece que los Estados Partes adquieren el deber jurídico 
de resguardar este patrimonio, a través de políticas que permitan su 
“identificación, documentación, investigación, preservación, protección, 
promoción, valorización, transmisión (…) y revitalización”. En particular, se 
dispone como obligación la de “(…) adoptar medidas de orden jurídico, técnico, 
administrativo y financiero adecuadas”, para “favorecer (…) la transmisión de 
este patrimonio en los (…) espacios destinados a su manifestación y expresión”, 
así como para “garantizar el acceso al patrimonio cultural inmaterial, respetando 
al mismo tiempo [sus] usos consuetudinarios (…)”.  

6.3.4. En conclusión, es innegable que, por mandato constitucional y al tenor del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, cuya incorporación al derecho 
interno se realiza en los términos del artículo 93 de la Carta, el Estado tiene el 
deber jurídico de proteger, fomentar, difundir y salvaguardar el patrimonio 
cultural inmaterial, incluso por la vía de la adopción de medidas financieras o de 
carácter presupuestal. Lo anterior se ve reforzado por la Observación General 
No. 21 del CDESC, en la que se destaca el derecho que tiene toda persona de 
participar en la vida cultural, generando a cargo del Estado obligaciones de 
respeto, protección y cumplimiento. En relación con estas últimas, se impone el 
compromiso de “otorgar ayuda financiera o de otro tipo a artistas y 
organizaciones públicas y privadas, como [a] (…) asociaciones culturales, 
sindicatos y otras personas e instituciones dedicadas a actividades (…) 
creativas”. Se trata de una obligación que, por lo demás, adquiere especial 
trascendencia en el caso de las minorías étnicas, por cuanto la cultura que ellas 
expresan suele ser un componente esencial de su propia identidad.  

Finalmente, huelga precisar que, en Colombia se ha adoptado un completo 
protocolo para el reconocimiento de expresiones culturales como parte del 

patrimonio nacional, asegurando un mayor rigor en su selección y evaluación. 
Dicho reconocimiento se formaliza con la inclusión en la Lista Representativa de 
Patrimonio Cultural –LRPCI—(Decreto 2941 de 2009); para lo cual toda 
manifestación o expresión cultural deberá cumplir, esencialmente, con el 
siguiente proceso:  

(i)       Postulación, por parte de entidades estatales o grupos sociales, 
colectividades, comunidades o personas naturales o jurídicas, y/o de la entidad 
encargada de la LRPCI, previo el cumplimiento de los requisitos de que tratan 
los artículos 8º y 11 del citado decreto;  
(ii)      Recibir concepto favorable del Consejo de Patrimonio Cultural, en cuyo 
caso esta autoridad solicitará al postulante la elaboración y presentación del Plan 
Especial de Salvaguarda –PES (que debe orientarse a la promoción, 
consolidación, sostenibilidad y difusión de la correspondiente manifestación);  
(iii) Expedición del acto administrativo que así lo declara, en el que se 
explicitan los criterios de valoración cumplidos (pertinencia, representatividad, 
relevancia, naturaleza e identidad colectiva, vigencia, equidad y responsabilidad) 
y el mapa de fortalezas, riesgos y amenazas relativos a la manifestación cultural 
reconocida.  
 

Suficiente con lo dicho para entrar a considerar la justificación particular de 
reconocer y declarar como patrimonio cultural inmaterial de la nación las 
exposiciones, ferias y festivales equinos, como lo pretende este proyecto de ley. 

Los equinos y la identidad nacional 
 
Los caballos, los asnos y las mulas han sido empleados en Colombia en trabajos 
de campo (vaquería, tiro pesado), seguridad ciudadana y rural (policía montada), 
alud (hiporapia y equinoterapia), deporte (chalanería, salto, adiestramiento), 
exposiciones, reproducción, recreación, turismo y producción de alimentos; 
aunque su principal aporte en términos culturales, ha sido el de servir de factor 
caracterizador de una sociedad que le adeuda la realización de sus más grandes 
gestas libertadoras y el motor de una economía campesina que se mueve 
fundamentalmente sobre sus lomos.  
 
Introducido al continente en el segundo viaje de Cristóbal Colón, en 1493, el 
caballo desempeñó un rol determinante en la campaña libertadora, permitiendo 
el movimiento eficiente de tropas y sus equipamientos a través de los escarpados 
y quebrados territorios americanos. Desde su arribo a tierras que hoy pertenecen 
a República Dominicana, el caballo se diseminó por el resto del continente, pero 
siendo en Colombia el lugar donde encontró el más importante centro para su 
desarrollo, en los dos más importantes de cría: la Sabana de Bogotá y el 
Suroeste antioqueño. A mediados del siglo XVI, regiones como el Tolima y el 
oriente de Caldas habían incorporado exitosamente estos especímenes a su 
cotidianidad.  

En los primeros albores de la independencia, los equinos nuevamente fueron 
fundamentales en el proceso de consolidación de las nacientes repúblicas y la 
colonización y del florecimiento de asentamientos humanos en apartadas zonas 
del territorio nacional. El comercio interno dependía cada vez más de los 
equinos, para la producción y el traslado de productos agrícolas hacia los cada 
vez más grandes centros urbanos.  
 
La importancia de los equinos en el nacimiento y evolución de esta nueva nación 
empezó a ser reconocido públicamente, a través de expresiones culturales y 
festividades que conmemoraban la lucha libertaria, como las cabalgatas que se 
hicieron en la ciudad de Bogotá y en otras ciudades a los pocos años de 
declarada la independencia:  
Entrado el siglo XIX, las diversiones y fiestas públicas facilitaron el uso más 
popular del caballo. Según el cronista Eladio Gónima, los paseos a caballo 
entraron en boga en la ciudad de Medellín después de 1837, principalmente 
entre "la gente de garnacha" --distinción--, en las tardes de verano y por las 
calles. Al parecer, el caballo dejaba de ser de uso exclusivamente masculino, 
pues don Gabriel Echeverri "influyó para que esta distracción se hiciera extensiva 
a las señoritas. Consiguió su objeto y después se volvió muy común 
ver grupos de señoritas de paseo, grupos que muchas veces se reunían 
formando una cabalgata digna de contemplarse, ya por la galanura, donaire y 
destreza de las amazonas, cuanto por la hermosura y buen paso de los 
caballos.11  

En la actualidad, los equinos y la cultura asociada, asimismo se han convertido 
en un dinamizador de un importante segmento de la economía agropecuaria del 
país, generando cerca de medio millón de empleos y aportando 
aproximadamente el 0.64% al PIB del sector, lo que corresponde a más del 4% 
del sector (2018)12. De acuerdo con lo consignado en el análisis del contexto 
consignado en el Acuerdo de Competitividad de la Cadena Equina, Asnal y 
Mular, 2014, Colombia en 2012 se situó en el tercer lugar de la región, solo detrás 

 
11 “La zoociedad antioqueña en los siglos XVIII y XIX”, Juan Carlos Jurado, 
http://www.lablaa.org/blaavirtual/revistas/credencial/enero1998/9703.htm citando en 
https://www.monografias.com/trabajos81/caballo-y-sociedad-colombiana-del-siglo-
xix/caballo-y-sociedad-colombiana-del-siglo-xix2.shtml 

 

12 En se mismo año, según FEDEQUINAS, solo la industria del caballo criollo moció $5.4 billones de 
pesos. https://www.elespectador.com/especiales/colombia-tierra-de-caballos-por-excelencia-articulo-
906375/ 
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de Brasil y Paraguay, entre los países latinoamericanos con mayores cifras de 
importación de caballos vivos, reproductores de raza pura, con 110 toneladas.13 
 
Datos del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural14  señalan que, entre los 
meses de enero y marzo de 2019, los principales indicadores consolidades de la 
“equinocultura” arrojaban interesantes cifras que evidencian su posicionamiento 
en el sector:  
 

 1 millón y medio de equinos (Caballos, asnos y mulas) 
 91.322 predios equinos, asnales y mulares. 
 4 plantas de beneficio.  
 USD 787.000 en exportaciones de equinos, principalmente hacia EEUU, 

Panamá, República Dominicana y Chile. El acumulado de exportaciones en el 
periodo 2010-2018 es de UDS 3.574 millones.  

 Generó 359.442 empleos directos e indirectos.  
 
El crecimiento de esta actividad económica se pude evidenciar, de igual forma, 
en el aumento sostenido de créditos otorgados para su financiamiento; de 
acuerdo con datos de FINAGRO, mientras en 2010 se entregaron 3.710 millones 
por valor de $1.155 millones, en 2019 la cifra ascendió a los 19.092 por un valor 
de %23.670 millones.  

 
Tabla 1. Elaboración propia, con fundamento en datos ministeriales.  

 
13 Acuerdo de Competitividad de la Cadena Euina, Asnal y Mular de 2014, página 8. Consultado en 
https://sioc.minagricultura.gov.co/Equino/Normatividad/Acuerdo%20de%20Competitividad%20de%20l
a%20Cadena%20Equina,%20Asnal%20y%20Mular.pdf 

 

14 Consulta https://sioc.minagricultura.gov.co/Equino/Documentos/2019-03-
30%20Cifras%20Sectoriales.pdf 
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Tabla 2. Elaboración propia, con fundamento en datos ministeriales. 

Asimismo, en 2017 la cadena equina asnal y mular recibió recursos por el orden 
de los $230.000 millones, para programas de promoción15.  
 
En 2019, según el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, durante la Expo 
internacional Equina, se cerraron negocios de caballos y de productos por cerca 
de USD 2 millones. 16 
 
Finalmente, es importante resaltar que, entre los retos identificados por el 
Gobierno Nacional, concretamente del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, en relación con el sector, son:  
 

 Impulsar la transformación productiva, la competitividad y desarrollo rural, 
promoviendo condiciones que dinamicen provisión de bienes y servicios, 
inversión, emprendimiento y desarrollo del sector callabar, asnal y mular en 
Colombia.  

 Promocionar, fomentar y comercializar el recuso genético del Caballo 
Criollo Colombiano.  
 
Sin lugar a dudas, el espíritu y contenido dispositivo del presente proyecto 
coincide con los propósitos gubernamentales y las necesidades más 
apremiantes del sector.  
 
De las exposiciones, ferias y festivales equinos. 
 

 
15 Convenio de Asociación suscrito entre el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y DEFEQUINAS.  

16 https://www.minagricultura.gov.co/noticias/Paginas/Caballo-de-Paso-Fino-Colombiano-est%C3%A1-
incluido-como-una-raza-aut%C3%B3ctona-y-trasfronteriza.aspx 
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En Colombia, durante todo año, en diferentes municipios del país, se llevan a 
cabo exposiciones, ferias y festivales equinos de diferente nivel, a la que 
confluyen multitudes atraídas cada vez por la pasión que despiertan estos 
ejemplares.  
 
Estos eventos, económicos y culturales, dinamizan las economías locales, de los 
municipios en donde se celebran, por incentivar principalmente el comercio de 
bienes y servicios asociados a la crianza, cuidado, adiestramiento, reproducción 
y comercialización de equinos, además de la generación de actividades 
relacionadas con las artesanías, la sombrería típica, la marroquinería, la herrería 
y la gastronomía típica.17 
 
Este tipo de actividades, reglamentadas técnicamente por FEDEQUINAS, se han 
convertido en las principales atracciones de ferias y festividades icónicas del 
país, como la de Flores, la de Cali, Manizales, el Torneo Internacional del Joropo, 
entre otras; siendo reconocidas, incluso, por los gobiernos locales como parte de 
su identidad. Tal es el caso del municipio de Pensilvania, Caldas, cuyo Concejo 
aprobó el Acuerdo No. 28180516 de mayo de 2016, por medio del cual declaró 
su Feria Exposición Equina como Patrimonio Cultural Inmaterial del Municipio, 
con el objeto de reconocer su aporte a la identidad de los Pensilvenses, y así 
garantizar su permanencia y fomento.  
 
No obstante la competencia del Congreso de la República para seleccionar y 
declarar autónomamente cuáles manifestaciones culturales hacen parte del 
patrimonio inmaterial de la nación (Corte Constitucional, sentencias C-
1192/2005, C-224/2016 y C-111/2017), la inclusión en la LRPCI, además de 
constituir un merecido reconocimiento a este tipo de actividades culturales y 
económicas, representa una expresión oficial de apoyo y exaltación pública, 
perenne, a su origen comunal y a su importancia como parte de la memoria 
histórica y la riqueza cultural del país.  
 

III. Viabilidad constitucional:  
competencia del Congreso para aprobar el proyecto y autorizar 

erogaciones presupuestales. 

 
Afirmado lo anterior, corresponde ahora determinar la viabilidad constitucional 
de aprobar el presente proyecto de ley, particularmente en lo que refiere a la 
competencia del Congreso de la República para el efecto y el alcance de la 
autorización al Gobierno Nacional para efectuar inversiones en obras públicas.  
 

 
17 https://www.portafolio.co/negocios/cual-es-el-aporte-de-los-equinos-al-progreso-economico-
colombiano-520174 

En cuanto a la competencia del Congreso, claramente lo ha afirmado la Corte 
Constitucional que, no obstante, la ausencia de disposición alguna que le otorgue 
expresamente facultades para el efecto, dicha Corporación tiene plenas 
atribuciones para seleccionar y declarar, en forma autónoma, cualquier 
expresión cultural como parte del patrimonio inmaterial de la nación. Ello supone, 
desde luego, que no obstante cumplirse en el presente caso, no se hace 
necesaria la previa inclusión en la LRPCI o procedimiento adicional.   
 
En sentencia C-1192 de 2005, la Corte afirmó:  
 
“En atención al reconocimiento de la citada diversidad y en aras de promover e 
impulsar el acceso a las tradiciones culturales y artísticas que identifican a los 
distintos sectores de la población, la Constitución Política en los artículos 70, 71 
y 150 le asigna al legislador la atribución de señalar qué actividades son 
consideradas como expresión artística y cuáles de ellas -en concreto- merecen 
un reconocimiento especial del Estado.” 
 
Entre tanto, en sentencia C-111 de 2017, el mismo Tribunal clarificó, además, 
que el Congreso de la República cuenta con amplia libertad configurativa para 
determinar las medidas de salvaguarda del patrimonio cultural inmaterial, incluso 
disponiendo medidas de tipo presupuestal: 
 
6.4.1. Como se mencionó con anterioridad, el Estado colombiano tiene el deber 
jurídico de promover el acceso a la cultura, así como el de facilitar la participación 
de todos en la vida cultural de la Nación. Con tal fin, el artículo 72 de la Carta 
consagra que “[e]l patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del 
Estado”, lo que exige de este último el compromiso dirigido a difundir, fomentar 
y salvaguardar las expresiones que lo integran (CP art. 70).  
 
Ahora bien, en este punto, la Constitución no desarrolla el tipo de medida o de 
instrumento que puede ser utilizado para satisfacer el deber genérico de 
protección, pues en ello le asiste una amplia libertad de configuración norma-
tova al Congreso de la República, lo que incluye la posibilidad de disponer 
medidas de carácter presupuestal. Esta amplitud en el principio de autonomía 
legislativa fue expresamente mencionada en la Sentencia C-742 de 2006, al 
sostener que:  
 
“[A] pesar de que es cierto que el patrimonio cultural de la Nación está bajo la 
protección del Estado, no es menos cierto que la Carta no establece fórmulas, ni 
mecanismos precisos, ni unívocos que impongan los mecanismos o la manera 
cómo deben protegerse, por lo que es lógico concluir que al legislador 
corresponde reglamentarlos, haciendo uso de su libertad de configuración 
política. De hecho, el artículo 72 de la Carta dejó expresamente al legislador la 
tarea de establecer instrumentos para readquirir los bienes que se encuentran 
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en manos de particulares y de reglamentar los derechos que pudieran tener los 
grupos étnicos asentados en territorios de riqueza arqueológica. 
  
De igual manera, si bien los artículos 8 y 70 superiores consagraron el deber del 
Estado de proteger las riquezas culturales de la Nación y promover y fomentar 
el acceso a la cultura de todos los ciudadanos, no señalaron fórmulas precisas 
para llegar a ese cometido, de ahí que deba entenderse que el Constituyente 
dejó al legislador o al ejecutivo a cargo de esa reglamentación. 
  
De esta forma, para la Corte es claro que el hecho de que el Constituyente 
hubiere señalado protección del Estado para el patrimonio cultural de la Nación 
no significa que el legislador estuviese impedido para delimitar su concepto o 
para diseñar diferentes formas de protección para los bienes y valores que lo 
integran.” 
 
(…) 
 
6.4.3. Por último, cabe señalar que cuando la medida de protección suponga la 
posibilidad de financiar una manifestación cultural con recursos del Presupuesto 
General de la Nación, este Tribunal ha sostenido de manera reiterada que, por 
virtud de la autonomía que la Constitución le otorga al Gobierno Nacional en su 
manejo, no cabe que se impongan órdenes que agreguen determinadas 
partidas, pues el margen de actuación del Congreso se limita a autorizar la 
existencia de un título, a través del cual ese componente de gasto se pueda 
incluir en el futuro, a partir del examen de priorización que se haga en cada 
ejercicio fiscal. No obstante, como ya se dijo, esa financiación adquiere especial 
trascendencia en el caso de las minorías étnicas, por tratarse de comunidades 
que tradicionalmente se encuentran desprotegidas económicamente, aunado al 
hecho de que su cultura es un componente esencial de su identidad. En tal 
sentido, no sobra recordar que el artículo 13 del Texto Superior le ordena al 
Estado adoptar las medidas que sean necesarias en favor de los grupos 
marginados, incluyendo aquellas que les permitan participar plenamente en la 
vida cultural de la Nación.   
 
En tal sentido, no cabe duda que el Congreso de la República está autorizado 
constitucionalmente para dar curso y aprobar iniciativas de esta naturaleza, por 
lo que resulta procedente desde el punto de vista jurídico continuar con su 
trámite, de conformidad con lo previsto en la Ley 5ª de 1992.  
 
En lo que respecta a la “autorización” que el proyecto confiere al Gobierno 
Nacional para la apropiación de partidas presupuestales necesarias para la 
realización de las dos obras públicas indicadas en el mismo documento, es claro 
que se enmarca dentro de las competencias concurrentes del legislativo y el 
ejecutivo en virtud del principio de legalidad del gasto, dado que no constituye 

una orden de incorporarlas al presupuesto, sino apenas una autorización para el 
efecto. En términos de la Corte Constitucional:  
 
La Corte ha sostenido reiteradamente una posición según la cual tales 
disposiciones del legislador que ordenan gastos, expedidas con el cumplimiento 
de las formalidades constitucionales, no pueden tener mayor eficacia que la de 
constituir títulos jurídicos suficientes, en los términos de los artículos 345 y 346 
de la Carta, para la posterior inclusión del gasto en la ley de presupuesto, pero 
que ellas en sí mismas no pueden constituir órdenes para llevar a cabo tal 
inclusión, sino autorizaciones para ello. (Corte Constitucional, Sentencia C-
197/01) 
 
“No puede existir entonces reparo de inconstitucionalidad en contra de normas 
que se limiten a autorizar al Gobierno Nacional para incluir un gasto, sin que le 
impongan hacerlo. En estos eventos, no se desconoce la Ley Orgánica del 
Presupuesto, en tanto el Gobierno conserva la potestad para decidir si incluye o 
no dentro de sus prioridades y de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, los 
gastos incorporados y autorizados en la ley.” (Corte Constitucional, Sentencia C-
1197/08) 
 
En consecuencia, el proyecto guarda los límites constitucionales predichos, 
ampliamente desarrollados por la jurisprudencia nacional (Corte Constitucional, 
sentencias C-985/2006, C-1113/2004, C-1197/2008, C- 224/2016, C-111/2017). 
 
III. ANÁLISIS AL TEXTO PROPUESTO PARA INFORME DE PONENCIA 

SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No. 086 de 2021. 

A) Estructura del proyecto 
 
El proyecto de ley se encuentra integrado por siete (7) artículos, además del 
título. El artículo 1 establece el objeto del proyecto y el artículo 7 estipula la 
vigencia de este. 
 
B) Consideraciones del proyecto  
 
Importancia del proyecto 
 
Con el presente proyecto se reconoce las exposiciones, ferias y festivales 
equinos como expresiones culturales que integran el patrimonio inmaterial de la 
nación y se dictan disposiciones tendientes a su preservación y fomento.         
 
El proyecto consta de seis (06) artículos, incluida su vigencia, en los que se 
reconoce dicho tipo de certámenes como una expresión cultural representativa 
de la identidad nacional y espacio para la promoción del caballo de paso fino 
colombiano como raza autóctona Patrimonio Genético Nacional, y se autoriza al 

Gobierno Nacional para diseñar una estrategia tendiente a su fomento, así como 
para destinar recursos del presupuesto nacional para su financiamiento. 
 
Contenido del proyecto 

El artículo 1 contiene el objeto del proyecto de ley. 

El artículo 2 busca la inclusión de las exposiciones, ferias y festivales equinos 
que se realizan en el territorio nacional en la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial. 

El artículo 3 plantea la creación de un Plan de Salvaguarda para el estudio, 
fortalecimiento, sostenibilidad, promoción y divulgación, nacional e internacional, 
de este tipo de actividad cultural. 

El artículo 4 establece la implementación de una Estrategia Integral para el 
Fomento de la actividad equina. 

El artículo 5 estipula la autorización para la destinación de recursos públicos para 
la construcción y adecuación de instalaciones o escenarios propicios para el 
desarrollo de exposiciones, ferias y festivales equinos. 

El artículo 6 establece la protección, atención y cuidado de los equinos que 
participen en las exposiciones, ferias y festivales. 

El artículo 7 establece la vigencia de la ley.  

 
IV. NORMAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE SOPORTAN EL 

PROYECTO DE LEY. 

 

I. Marco constitucional 
 
La Constitución Política colombiana, en varias disposiciones, hace referencia 
expresa al deber de protección que pesa sobre las autoridades públicas y a los 
residentes en el país en relación con los usos, costumbres y demás 
manifestaciones culturales que nutren su patrimonio inmaterial.    

Artículo 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 

derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares. 

Artículo 8o. Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación. 

Artículo 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras 
comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio 
arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables. 

Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la 
cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la 
educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y profesional 
en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional. La cultura 
en sus diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad. El Estado 
reconoce la igualdad y dignidad de todas las que conviven en el país. El Estado 
promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores 
culturales de la Nación. 

Artículo 72. El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado. 
El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad 
nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables, inembargables e 
imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para readquirirlos cuando 
se encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales 
que pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza 
arqueológica. 

 
II. Marco legal 
 
Ley 397 de 1997. Por la cual se desarrollan los Artículos 70, 71 y 72 y demás 
Artículos concordantes de la Constitución Política y se dictan normas sobre 
patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la 
Cultura y se trasladan algunas dependencias. 
 

V. IMPACTO FISCAL 
 
Como lo bien lo advierte la exposición de motivos del proyecto y lo ya anotado, 
en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 819, el presente no 
conlleva impacto fiscal obligatorio que requiera previo concepto del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, habida cuenta, se reitera, que la presente ley se 
limita a autorizar al Gobierno Nacional para que destine partidas de su 
presupuesto, con lo cual, las erogaciones que puedan llegar a efectuarse en 
virtud de lo dispuesto en esta norma responderán finalmente a la autónoma 
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decisión del ejecutivo, así como a los estudios de factibilidad técnica y económica 
que en cada caso se deban realizar.

VI. POSIBLES CONFLICTOS DE INTERÉS:

De acuerdo con lo ordenado en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, en 
concordancia con los artículos 286 y 291 de la Ley 5 de 1992 (Reglamento del 
Congreso), y conforme con el objetivo de la presente iniciativa, se puede concluir 
inicialmente:

No se evidencian motivos que puedan generar un conflicto de interés en los 
congresistas para que puedan discutir y votar esta iniciativa de ley, por ser una 
norma de carácter general y abstracto. 

En todo caso, los Suscritos autores reconocen que el conflicto de interés y la 
decisión sobre los impedimentos que se llegaren a presentar en trámite de la 
iniciativa legislativa, en últimas, corresponde a un asunto que ligado al fuero 
personal y que debe resolver la cédula o la plenaria de las Cámaras.

VII. PROPOSICIÓN

En mérito de lo expuesto, rindo ponencia positiva y solicito a los Honorables 
Representantes de la Plenaria de la Cámara de Representantes, dar segundo
Debate al Proyecto de Ley no. 086 de 2021 de Cámara. “POR MEDIO DE LA 
CUAL SE DECLARA PATRIMONIO CULTURAL E INMATERIAL DE LA 
NACIÒN LAS EXPOSICIONES, FERIAS Y FESTIVALES EQUINOS Y SE 
DICTAN DISPOSICIONES PARA SU FOMENTO Y PROMOCIÒN”.

Cordialmente,

                                    
ESTEBAN QUINTERO CARDONA                          
Representante a la Cámara                                      
Coordinador Ponente                                                

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE
PROYECTO DE LEY No. 086 DE 2021 DE CÁMARA

"POR MEDIO DE LA CUAL SE DECLARA PATRIMONIO CULTURAL E 
INMATERIAL DE LA NACIÒN LAS EXPOSICIONES, FERIAS Y FESTIVALES 

EQUINOS Y SE DICTAN DISPOSICIONES PARA SU FOMENTO Y PROMOCIÒN”.
El Congreso de Colombia,

Decreta:

Artículo 1°. Objeto: Declárese patrimonio Cultural e Inmaterial de la Nación las 
exposiciones, ferias y festivales equinos que se realizan en el territorio nacional. 

Artículo 2º. Inclusión en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial. 
Autorícese al Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Cultura, en los términos 
previstos en la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008, la inclusión de las 
exposiciones, ferias y festivales equinos que se realizan en el territorio nacional en la 
Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial.

Artículo 3º. Plan de Salvaguarda Especial –PES—. El Gobierno Nacional promoverá 
activamente, por intermedio del Ministerio de Cultura y el acompañamiento del Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, la elaboración del correspondiente Plan de 
Salvaguarda para el estudio, fortalecimiento, sostenibilidad, promoción y divulgación, 
nacional e internacional, de este tipo de actividad cultural. 

Artículo 4º. Estrategia  El Gobierno Nacional, por intermedio de los Ministerios de 
Cultura, Agricultura y Desarrollo Rural y de Industria, Comercio y Turismo y el Ministerio 
de Relaciones Exteriores,  diseñará e implementará una Estrategia Integral para el 
Fomento de la actividad equina, el asesoramiento y acompañamiento a las entidades 
territoriales que en cuyos territorios se lleven a cabo exposiciones, ferias y festivales 
equinos, con el objetivo principal de mejorar los  procesos de organización y difusión, 
nacional e internacional.  

Artículo 5°. Autorización para la destinación de recursos públicos. Autorícese al 
Gobierno Nacional a destinar, de los recursos del Presupuesto General de la Nación, 
las partidas necesarias para la construcción y adecuación de instalaciones o escenarios 
propicios para el desarrollo de exposiciones, ferias y festivales equinos, así como para 
el cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley. 

Artículo 6°. El Gobierno Nacional en cumplimiento de las disposiciones señaladas en 
la presente ley, realizará las acciones pertinentes para la protección, atención, y cuidado 
de los equinos que participen en exposiciones, ferias y festivales, de conformidad con 
lo dispuesto por la Ley 1774 de 2016 y demás normas concordantes.

Artículo 7°. Vigencia. La presente Ley rige a partir de su promulgación.

Cordialmente,

                                    
ESTEBAN QUINTERO CARDONA                          
Representante a la Cámara                                      
Coordinador Ponente
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COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 

 
SUSTANCIACIÓN  

 
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 

 
 
Bogotá, D.C., 15 de marzo de 2022 
 

Autorizo la publicación del presente informe de ponencia para segundo debate, el 
texto que se propone para segundo debate y el texto aprobado en primer debate del 
Proyecto de Ley No.  086 DE 2021 CÁMARA "POR MEDIO DE LA CUAL SE 
DECLARA PATRIMONIO CULTURAL E INMATERIAL DE LA NACIÒN LAS 
EXPOSICIONES, FERIAS Y FESTIVALES EQUINOS Y SE DICTAN 
DISPOSICIONES PARA SU FOMENTO Y PROMOCIÒN”.  

 

La ponencia para segundo debate fue firmada por el   Honorable Representante 
ESTEBAN QUINTERO CARDONA.  
 
 
 
Mediante Nota Interna No. C.S.C.P. 3.6 –   046 / 15 de marzo de 2022, se solicita la 
publicación en la Gaceta del Congreso de la República. 
 
 
 

 
DIANA MARCELA MORALES ROJAS  
Secretaria General  

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 270 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se promueve la educación superior en Ciencia, Tecnología,  
Ingeniería y Matemáticas.

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
 

Proyecto de Ley no. 270 de 2021 de Cámara. “POR MEDIO DE LA CUAL 
SE PROMUEVE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN CIENCIA, TECNOLOGÍA, 

INGENIERÍA Y MATEMÁTICAS”. 
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II. Consideraciones generales sobre el proyecto de ley. 
III. Análisis al texto propuesto para informe de ponencia segundo debate 
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IV. Normas constitucionales y legales que soportan el proyecto de ley. 
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VI. Proposición. 
VII. Articulado propuesto para segundo debate. 

 

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA. 
 
El Proyecto de ley número 270 de 2021 Cámara. “Por medio de la cual se 
promueve la educación superior en ciencia, tecnología, ingeniería y 
matemáticas”, es de autoría del H.R. Jhon Jairo Berrío López, del H.R. John Jairo 
Bermúdez Garcés, del H.R. Oscar Darío Pérez Pineda, del H.R. Esteban 
Quintero Cardona y de la H.R. Nidia Marcela Osorio Salgado. La iniciativa fue 
radicada en la Cámara de Representantes el día 24 de agosto de 2021. La 
misma se remitió a la Comisión Sexta Constitucional Permanente de la Cámara 
de Representantes y fui designado como ponente único, tanto para primer 
debate como para segundo debate. 
 

II. CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE EL PROYECTO DE LEY 
No. 270 DE 2021, CÁMARA. 

 

El objeto de la presente Ley es promover el desarrollo económico del país y en 
especial la competitividad, la productividad y el emprendimiento, mediante el 
fomento de la educación superior en ciencia, tecnología, ingeniería y 
matemáticas. 

1. Análisis de conveniencia y oportunidad. Los antecedentes y las razones 
oportunidad y conveniencia que justifican la expedición de la Ley. 

a. El Plan Nacional de Desarrollo 2018 – 2022 “Pacto por Colombia, pacto 
por la equidad” 

A través del Plan Nacional de Desarrollo (PND) “Pacto por Colombia, pacto por 
la equidad”, aprobado por medio de la Ley 1955 de 2019, el Gobierno Nacional 
viene promoviendo el acceso a habilidades, herramientas y contenidos que 
puedan preparar a los colombianos para hacer parte de la nueva industria 4.0. 
Con este objetivo en mente, el PND establece varias líneas de pactos a través 
de los cuales busca alcanzar estas metas.  

En cuanto a los pactos estructurales, destaca el “Pacto por el emprendimiento, 
la formalización y la productividad: una economía dinámica, incluyente y 
sostenible que potencia todos nuestros talentos”. Precisamente, varias de las 
estrategias de este pacto estructural giran en torno a la consolidación y 
articulación de un ecosistema para el emprendimiento físico y virtual, que integre, 
promueva y adopte el desarrollo de tecnologías de frontera (industria 4.0). Así 
las cosas, en el centro de este pacto estructural se encuentra la formación y 
capacitación del recurso humano necesario para llevar a cabo dichas 
estrategias. 

Más adelante en los pactos transversales, se encuentran dos pilares 
fundamentales para materializar los objetivos del PND: el “Pacto por la Ciencia, 
la Tecnología y la Innovación: un sistema para construir el conocimiento de la 
Colombia del futuro” y el “Pacto por la transformación digital en Colombia: 
Gobierno, empresas y hogares conectados con la era del conocimiento”. 

La implementación de estos pactos en conjunto propende por la generación de 
empleo, conocimiento y mejorar la productividad, mediante la implementación de 
programas que fortalezcan las competencias digitales y el talento humano tanto 
de funcionarios públicos, sector privado, como de la ciudadanía en general. Lo 
anterior, en el marco de la transición hacia una sociedad digital que adopta y 
aprovecha las posibilidades de la industria 4.0. 

Precisamente una de las dificultades que identifica el PND es el bajo capital 
humano para la transformación digital del país1. Esta se encuentra presente en 
distintos indicadores claves como el ranking mundial de competitividad del Foro 
Económico Mundial que ubica a Colombia dentro del último tercio de los países 
analizados en lo que tiene que ver con calidad de educación y del sistema 
educativo. Igualmente ocurre con otros indicadores de calidad de la educación 

 
1 Departamento Nacional de Planeación (2019) Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. P. 646 
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como las pruebas PISA, en las cuales el país ha obtenido resultados que pueden 
ser ampliamente mejorados. 

Así mismo, se han notado dificultades en la pertinencia de la educación, pues 
las competencias impartidas no están guardando relación con las demandas del 
sector productivo2. De manera similar pasa con los resultados del país en el 
Índice de Competitividad Digital del IMD World Competitiveness Center.  

Con esto en mente, resulta claro que desde el Gobierno Nacional se han 
mapeado importantes posibilidades de mejora en torno a la capacitación de los 
colombianos, en las competencias necesarias para adaptarse a un entorno 
laboral y productivo cada vez más estrechamente relacionado con la tecnología. 
Así las cosas, es congruente con el marco institucional que se ha establecido 
hasta el momento, el desarrollo de un Proyecto de Ley que busca profundizar el 
conocimiento en carreras STEM, como herramienta para generar desarrollo 
económico y capitalizar las oportunidades de la economía digital.  

Con incentivos a este tipo de programas STEM, se conseguiría acelerar la 
adopción de las nuevas tecnologías y campos planteados en el PND, a la vez 
que se crearían espacios de innovación y emprendimiento que aceleran la 
reactivación económica nacional y el crecimiento a mediano y largo plazo de la 
actividad económica en el país. Así las cosas, consideramos que el Proyecto de 
Ley propuesto se armoniza con los pactos y objetivos del PND. 

b. Misión de Sabios 2019 

La Misión de Sabios tiene como objetivo general aportar a la construcción e 
implementación de la política pública de Educación, Ciencia, Tecnología e 
Innovación y a las estrategias que debe construir Colombia a largo plazo, para 
responder a los desafíos productivos y sociales de manera escalable, replicable 
y sostenible. Entre los focos propuestos para desarrollo del trabajo de la misión 
de sabios que impactan directamente en la necesidad de fortalecer los 
programas de ingeniería del país se resaltan los siguientes: 

 

1. Tecnologías convergentes (nano, info y cognotecnología)– Industrias 4.0. 
 
El objetivo de este foco temático consiste en tomar acciones para asegurarle un 
rol a Colombia en el contexto nacional e internacional en esta nueva revolución 
industrial, teniendo en cuenta a los colombianos de hoy y de las generaciones 
futuras; así como generar propuestas para la construcción e implementación de 

 
2 OCDE, Manpower & ANDI (2019) Hacia una América Latina 4.0: Cerrando la brecha de habilidades. Making 
Development Happen Series, Vol 5, OECD Development Centre 

una política pública sólida en Educación y Ciencia, Tecnología e Innovación. 
La cuarta revolución industrial representa uno de los temas más retadores en el 
marco de la nueva misión Colombia productiva y sostenible, pues su desarrollo 
está fundado en el conocimiento y en la cohesión entre los tres grandes 
estamentos del sistema de Innovación-Universidad-Empresa-Estado.  

Siendo el conocimiento un factor de alta relevancia para los avances en materia 
de cuarta revolución industrial, se resalta en el informe de la misión de sabios la 
calificación del país en el índice de innovación global generado por la 
Universidad de Cornell en alianza con la WIPO e Instead, para el año 2019. En 
este índice, el país obtuvo la posición 67 entre 130 países evaluados; los 
resultados muestran que Colombia es débil, dentro del grupo de países con 
ingresos medio en temas trascendentales como educación básica, inversión en 
educación o desarrollo de actividades de investigación en el sector productivo, 
mientras que sobresale por la promoción a la formación de los empleados por 
parte de las industrias y las importaciones de productos de alto nivel tecnológico. 
Por lo tanto, la formación de capital humano creativo y flexible, constituye uno de 
los retos que se deben resolver en el país para lograr avances en las temáticas 
propias de la industria 4.0. 

2. Energía sostenible. 
Asegurar el suministro sostenible de energía es fundamental para garantizar la 
evolución de los sistemas sociales y económicos. Dicho desafío implica una 
transformación del modelo energético actual, caracterizado tanto por el 
aprovechamiento creciente de energías renovables, como por el énfasis en la 
eficiencia energética y la coexistencia de instalaciones de gran tamaño con 
soluciones distribuidas de generación eléctrica. En este sentido, Colombia 
requiere mejorar en la incorporación de fuentes no convencionales de energía 
renovables -FNCER-, así como en el desarrollo y apropiación de las tecnologías 
que permitan su aprovechamiento en el sistema energético nacional. 

3. Biotecnología, medio ambiente y bioeconomía. 
El manejo y protección de los recursos naturales y el medio ambiente en 
Colombia se han caracterizado por la evolución de la legislación ambiental y ha 
sido parcialmente influenciada por la política internacional en la materia. Por otro 
lado, al interior de la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, se 
considera que los siguientes seis Objetivos de Desarrollo Sostenible tienen 
directa relación con las temáticas de Medio Ambiente y Biodiversidad, en el 
contexto de la ingeniería:  

 Objetivo 6. Garantizar la disponibilidad de agua y su gestión sostenible y 
el saneamiento para todos. 

 Objetivo 9. Construir infraestructuras resilientes, promover la 

industrialización inclusiva y sostenible y fomentar la innovación. 
  Objetivo 11. Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean 

inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles. 
 Objetivo 12. Garantizar modalidades de consumo y producción 

sostenibles. 
 Objetivo 13. Adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático 

y sus efectos 
 Objetivo 15. Proteger, restablecer y promover el uso sostenible de los 

ecosistemas terrestres, gestionar los bosques de forma sostenible, luchar 
contra la desertificación, detener e invertir la degradación de las tierras y 
poner freno a la pérdida de la diversidad biológica. 

A la luz de este contexto, el país tiene el desafío de responder a estas 
necesidades y enfrentarse a los diferentes retos que aborda la Sostenibilidad. 

 

4. Océano y recursos hidrobiológicos. 
 

Los retos de las ciencias del mar y de los cuerpos de aguas continentales han 
cambiado rápidamente en los últimos años. Líneas y temas de investigación han 
surgido durante la última década, planteando desarrollos que apuntan a la 
generación de energías alternativas a partir de fuentes hídricas, continentales y 
marinas, considerando la relevancia del tema para el país y para la sostenibilidad 
ambiental en general, así como los avances e investigaciones actuales, es 
importante fomentar y soportar la capacidad científica y tecnológica para generar 
conocimiento en los siguientes puntos focales: 

 La prospección, valoración económica y aprovechamiento sostenible de 
los recursos marinos y fluviales no renovables, propendiendo por la 
identificación y utilización de fuentes de energía alternativa. 

 La invención, diseño, construcción y utilización de equipos y sistemas 
para el desarrollo de las ciencias del mar, la hidrología y la industria 
marítima y fluvial. También la identificación y uso de organismos marinos, 
genomas o productos derivados para beneficio del sistema socio- 
ecológico. 

 La identificación de amenazas y riesgos en áreas fluviales marinas y 
costeras; así como la implementación de mecanismos para prevenir o 
minimizar sus impactos. 

 

5. Ciencias básicas y del espacio 
Colombia, a través de la Comisión Colombiana del Espacio – CCE, entidad 

adscrita a la Vicepresidencia de la República creada por Decreto 2442 de julio 
18 de 2006 es el órgano intersectorial de consulta, coordinación, orientación y 
ejecución de la política nacional para el desarrollo y aplicación de las tecnologías 
espaciales, y coordina la elaboración de planes, programas y proyectos en este 
campo a través de sus siete grupos de trabajo: Gestión del conocimiento y la 
investigación, Navegación satelital, Observación de la Tierra, Astronáutica, 
astronomía y medicina aeroespacial, Telecomunicaciones Asuntos políticos y 
legales e Infraestructura colombiana de datos espaciales. 

Al respecto, se ha venido trabajando en iniciativas tendientes a la creación de 
una Agencia colombiana de asuntos espaciales, el desarrollo espacial y 
aeroespacial en Colombia y la adquisición de un satélite o de constelación de 
estos para observación de la Tierra para sus diferentes aplicaciones 
(ordenamiento territorial, catastro, gestión de riesgo, agricultura de precisión, 
monitoreo de la biodiversidad y de seguridad y defensa nacional). 

 

Conclusiones importantes de la misión: 

En el último cuarto de siglo, Colombia ha cambiado en muchos aspectos y se 
mantiene rezagada en otros. El PIB per cápita se duplicó entre 2000 y 2017 (US$ 
6,651 en 2017) y la clase media es ahora más numerosa que los pobres. Sin 
embargo, persisten grandes debilidades estructurales en un contexto 
internacional de cambio tecnológico acelerado y gran incertidumbre. La 
economía es poco diversificada y es de baja complejidad. Aunque el coeficiente 
de Gini mejoró al pasar de 0.56 en 2010 a 0.51 en 2018, es uno de los más altos 
de América Latina y su disminución se ha estancado. El 80% de las 
exportaciones proviene de la minería. La manufactura se redujo a la mitad del 
porcentaje del PIB que tenía en los años 1980. La deficiencia más preocupante 
de la economía colombiana es que la productividad total de los factores (PTF) 
hizo un aporte nulo al crecimiento económico entre 2000 y 2016, fenómeno 
directamente asociado a la baja inversión en I+D. 

 

Propuestas de la Misión Internacional de Sabios. 

Teniendo como referente los focos previamente analizados, algunas de las 
propuestas generales de la misión de sabios son las siguientes: 

 

 La Educación como eje transversal, tiene el potencial transformador 
necesario para propulsarnos hacia una Colombia competitiva, a la altura 
de los retos de la revolución industrial 4.0 y de las otras revoluciones por 
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venir, que surgirán, por ejemplo, a partir de la comprensión de los 
fenómenos y las partículas cuánticas. 
 

 Un país no puede depender de otros países en conocimiento básico para 
tener un desarrollo económico acelerado o para disputar posiciones 
relevantes en la economía global. La creación de riqueza está asociada a 
la productividad científica.  
La generación de riqueza exige crear nuevas industrias y desarrollar 
tecnologías propias. En el estado de la economía y de la ciencia en 
Colombia, se deberá emprender un camino paralelo de desarrollo de 
capacidades domésticas en ciencias básicas y tecnología y de adopción 
acelerada de tecnologías de frontera. 
 

 Sin un aumento sustancial de las inversiones públicas en CTI y en 
educación no será posible sustentar la diversificación de la economía con 
nuevas industrias de base tecnológica, desarrollar nuestros potenciales y 
transitar hacia una sociedad basada en el conocimiento y más equitativa. 
La inversión total en I+D actual es de 0.24% del PIB. La meta de llegar a 
1.5% del PIB en CTI se origina en la angustia de que Colombia se 
quedaría rezagada en productividad, calidad ambiental y progreso social 
en el corto plazo, incluso en el contexto latinoamericano, si no se 
multiplica la inversión en CTI en un orden de magnitud. 

 La Misión advierte sobre la urgencia de emprender acciones e iniciativas 
que atienden un entorno económico global complejo e incierto, y asumen 
los retos de diversificar y modernizar la economía en consonancia con los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Colombia tiene la oportunidad 
de convertirse en líder tecnológico internacional en algunos nichos de 
biotecnología, industrias creativas e industria 4.0, aprovechando sus 
dotaciones de suelo, agua y recursos hidrobiológicos, biodiversidad, 
radiación solar y localización, su diversidad cultural, las capacidades de 
sus principales universidades y egresados, los conocimientos ancestrales 
y los vínculos con la diáspora de talentos vinculados a entidades 
investigativas de primer nivel. 

 La educación ha mostrado ser un factor crítico para el desarrollo humano 
y la transformación efectiva de las sociedades, y lo será aún más en el 
contexto del cambio tecnológico acelerado. Una educación 
transformadora demanda pedagogías nuevas. Hay que avanzar 

rápidamente en la universalización del acceso y la calidad de la 
educación. 
 
 

c. El Plan TIC 2018-2022 “El futuro digital es de todos” 

El Plan TIC 2018 – 2022 aterriza los propósitos generales del Plan Nacional de 
Desarrollo, abarcando políticas que aumentan la inclusión social digital e 
impulsan la transformación digital sectorial y territorial. En ese sentido, aunque 
el documento tiene una alta carga de contenidos relacionados a conectividad, 
también reconoce la importancia de capacitar a los colombianos en las 
competencias necesarias para aprovechar las nuevas tecnologías y cerrar la 
brecha digital. 

Para este fin a través del Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones (MinTIC), el Gobierno Nacional fomenta el desarrollo de 
conocimientos en programación, inteligencia artificial y tecnologías para la 
Cuarta Revolución Industrial (4RI), dando así las habilidades necesarias para 
afrontar la industria digital en el marco del Plan TIC 2018-2022.  

Ejemplo de estos esfuerzos son los programas de “Misión TIC 20223”, “Por TIC 
mujer” y “Hacker Girls” los cuales están difundiendo las herramientas y 
competencias necesarias en TIC y tecnologías de base para 4RI, a la vez que 
promueven la inclusión digital y la formación en habilidades digitales para 
jóvenes. Precisamente, a través de estos se forman competencias en 
habilidades básicas que permitirán a los colombianos adentrarse en el desarrollo 
y emprendimiento a un nivel cada vez más complejo tecnológicamente hablando. 

Así las cosas, el Plan TIC no solo contiene la estrategia del Gobierno Nacional 
para conectar a Internet al 70% de los colombianos (de acuerdo a los objetivos 
del PND), sino que también establece las bases para una estrategia de formación 
en habilidades y competencias necesarias para que los colombianos puedan 
desarrollarse en el marco de la nueva economía digital.  

Con esto en mente, es pertinente fortalecer la política pública en comento, con 
inversiones en la formación a nivel de educación superior en carreras STEM del 
capital humano necesario para materializar los objetivos del Plan TIC. 

 

d. Los documentos CONPES 3920 “Política Nacional de Explotación de 
Datos (Big Data)”, CONPES 3975 “Política Nacional para la Transformación 
Digital e Inteligencia Artificial” y CONPES 3995 “Política Nacional de 

 
3 Información disponible en: https://www.misiontic2022.gov.co/portal/ 

Confianza y Seguridad Digital” 

En los últimos 3 años, el Gobierno Nacional a través del Consejo Nacional de 
Política Económica y Social (CONPES) ha hecho de la transformación digital del 
país una de sus prioridades. Esto se puede ver claramente en los lineamientos 
establecidos en Políticas Nacionales, en temas claves para la masificación y 
adopción de tecnologías en el país como son los documentos CONPES 3920 
“Política Nacional de Explotación de Datos (Big Data)”, CONPES 3975 “Política 
Nacional para la Transformación Digital e Inteligencia Artificial” y CONPES 3995 
“Política Nacional de Confianza y Seguridad Digital”. 

Mediante el primero, el Estado busca establecer todo un esquema para masificar 
la disponibilidad y explotación de datos en el país. Precisamente, en su objetivo 
número 3 el documento propone disponer de capital humano para generar valor 
con los datos y capacitar colombianos en su uso productivo, en el sector público 
y privado. Así las cosas, el documento CONPES 3920 establece varias 
estrategias entorno a la identificación de necesidades y líneas de capacitación y 
formación en torno a datos. Vale la pena recordar que estas requieren de 
importantes competencias en áreas STEM (como matemáticas o ingeniería). 

Por otra parte, la Política nacional para la transformación digital e inteligencia 
artificial a través de su objetivo 3 busca fortalecer las competencias del capital 
humano para afrontar la Cuarta Revolución Industrial (4RI), con el fin de asegurar 
el recurso humano requerido. Para esto el documento propone promover 
programas de formación para el trabajo de cara a la industria 4.0. y 
especialmente, generar estrategias para que el talento cuente con las 
competencias necesarias para enfrentar dichos desafíos tecnológicos. 

Por último, la Política nacional de confianza y seguridad digital tiene como 
objetivo el fortalecer las capacidades en seguridad digital de los ciudadanos para 
aumentar la confianza digital en el país, aparejado de programas de capacitación 
y educación en competencias asociadas a ciberseguridad y seguridad de la 
información. Particularmente, se busca generar articulación en la formación de 
la fuerza laboral en ciberseguridad. 

Con lo anterior es posible observar cómo el Gobierno Nacional a través de estos 
documentos CONPES ha establecido unas obligaciones y compromisos claros 
en relación con la formación en competencias para afrontar las realidades de la 
economía digital. Precisamente es en este contexto, que se vuelve fundamental 
incentivar y promover la educación superior en áreas de conocimiento STEM que 
están directamente relacionadas con el logro de los objetivos establecidos por la 
política pública nacional. 

e. STEM y crecimiento económico  

La educación en Science, Technology, Engineering & Maths (STEM o CITEM, 
en español) se refiere a los campos relacionados con Ciencia, Tecnología, 
Ingeniería y Matemáticas, abarcando los distintos niveles de educación (desde 
el preescolar hasta el posdoctorado)4. Particularmente, se ha venido analizando 
desde distintas perspectivas de política pública cuáles son los efectos positivos 
para los países de la inversión en educación concentrada en estas disciplinas.  

Al respecto, el desarrollo de habilidades y competencias STEM se vuelve 
fundamental para potencializar y aplicar en el mundo académico, investigativo y 
laboral las competencias que se están desarrollando a través de estos 
programas del MinTIC y en cumplimiento de los marcos de política pública que 
el Gobierno Nacional ha establecido. Así las cosas, la materialización de las 
políticas públicas mencionadas a lo largo de la exposición de motivos requiere 
de capital humano capacitado en competencias STEM a nivel elevado. 

Por lo anterior, consideramos pertinente avanzar en una política pública, 
consagrada en una Ley de la República, en torno a facilidades financieras e 
incentivos para los estudiantes que quieren cursar carreras universitarias y de 
educación superior en áreas STEM, definidas como estratégicas en el marco de 
los planes ya comentados.  

Con esta inversión en la educación superior en STEM se busca continuar y 
complementar el desarrollo de los objetivos del Gobierno Nacional, al abrirle el 
paso a que más personas puedan contar con títulos universitarios en las 
disciplinas priorizadas. Esto no solo les permite a los beneficiarios continuar con 
su desarrollo personal, sino también generar importantes beneficios en cuanto a 
capital humano, cierre de la brecha digital y de género5, y el crecimiento 
económico del país. Con esto en mente es clara la importancia de la educación 
STEM para la materialización de los objetivos trazados por el Gobierno Nacional. 

Sin embargo, el beneficio de la educación en STEM también se extiende a 
impactos positivos claros en la economía de los países. Precisamente, hay 
estudios que muestran el efecto positivo de los trabajadores en carreras STEM 
a niveles de educación terciaria, y su impacto positivo en el crecimiento 

 
4 González, H & Kuenzi, J (2012) Science, Technology, Engineering, and Mathematics (STEM) 
Education: A primer. Congressional Research Service 

5 Accenture & Girls Who Code (2016) Cracking the Gender Code. Disponible en: 
https://www.accenture.com/_acnmedia/Accenture/next-gen-3/girls-who-code/Accenture-Cracking-The-Gender-Code-
Report.pdfla=en 
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económico6 de los países7. Particularmente, estos señalan la importancia de 
combinar distintos modelos de educación superior (universitaria, tecnológica, 
etc.) con el fin de maximizar los efectos positivos de las STEM en la economía8. 

Particularmente, se han visto y cuantificado los efectos positivos de carreras 
STEM, relacionados con los beneficios que traen las ingenierías para el 
crecimiento y desarrollo de las economías, así como la calidad de vida de los 
ciudadanos9. Igualmente, se identifica la relación existente entre las inversiones 
del Gobierno en esta disciplina y su posibilidad de materializar esos efectos 
positivos en la economía. 

Con este contexto, identificamos una oportunidad de crecimiento, no solo para 
los beneficiarios de la inversión, sino también para el desarrollo económico de 
Colombia en su conjunto. Así mismo, la inversión puede enfocarse en aumentar 
la inclusión social digital con enfoque de género, buscando incluir más mujeres 
en estos campos. Por lo tanto, consideramos pertinente el desarrollo y trámite 
del Proyecto de Ley en comento, como una herramienta para la reactivación 
económica en el corto plazo, y una fuente de crecimiento acelerado en el 
mediano y largo plazo. 

Respecto a este punto, vale la pena notar que los países líderes alrededor del 
mundo han continuado haciendo importantes inversiones en innovación 
tecnológica, como estrategia para limitar el impacto del COVID-19 y preparar la 
posibilidad de nuevos desarrollos en distintos sectores científicos y técnicos. 
Precisamente esta tendencia se vio durante el 2020 de acuerdo al Índice Mundial 
de Innovación, publicado por la OMPI10 y es pertinente que Colombia continúe 
con un performance en innovación congruente con su nivel de ingresos.  

f. Ingeniería y desarrollo económico 

En el año 2015, el Centro de Investigación para la economía y los negocios 
(CEBR) fue comisionado por la Real Academia de Ingeniería del Reino Unido 

 
6 Ahmadov, D. (2020) STEM effect on GDP in EU countries: Labor force perspective. Journal of eastern european and central 
asian research. Vol 7. No. 1. 

7 Un ejemplo claro del impulso de las STEM para el desarrollo económico es India, cuyo PIB ha aumentado importantemente en 
los últimos años gracias a su número de graduados en estas materias. Ver: Borgen Project (2019) The role of STEM in developing 
countries and potential benfits. Disponible en: https://borgenproject.org/stem-in-developing-countries/ 

8 Rothwell, J. (2016) The Hidden STEM Economy. Brookings Institute. 

9 Center for Economics and Business Research (2016) Engineering and economic growth: a global view. A report by CEBR for 
the Royal Academy of Engineering 
10 OMPI (2020) Índice Mundial de Innovación 2020 ¿Quién Financiará la innovación? Disponible 
en: https://www.wipo.int/edocs/pubdocs/en/wipo_pub_gii_2020.pdf 

para desarrollar el primer informe detallado para encontrar el impacto de la 
Ingeniería en el desarrollo económico con alcance global. El informe presenta 
los datos recogidos de un estudio de 99 países para construir una imagen global 
de la Ingeniería.  

El informe indica que la Ingeniería ejerce un rol importante en soportar el 
desarrollo de la economía de un país, así como mejorar la calidad de vida de los 
ciudadanos. El informe construye un indicador llamado “índice de ingeniería”, 
que indica la fortaleza de la Ingeniería en los diferentes países, basado en los 
salarios, las exportaciones, la empleabilidad, los negocios basados en 
ingeniería, el número de graduados y la infraestructura en general del país. Dicho 
índice muestra los países con mayor desarrollo en la Ingeniería y correlaciona 
este índice con dos indicadores principales de medición del desarrollo 
económico: el producto interno bruto (PIB) per cápita y el nivel de inversión per 
cápita.  

El informe encuentra que los modelos econométricos utilizados proveen 
evidencia que soporta una relación positiva entre el índice de ingeniería y ambos 
indicadores de desarrollo económico. Así mismo, que existe un probable 
potencial para el desarrollo económico de los países que se encuentran 
rezagados en algunos de los indicadores, es decir, mejorar indicadores del índice 
de ingeniería, se puede relacionar con la mejora de los indicadores de desarrollo 
económico de los países.  

El informe plantea ciertas asimetrías entre los países en la participación de 
mujeres en ingeniería y la cantidad de ingenieros graduados per cápita. 
Colombia aparece con una medición del índice de Ingeniería igual al 39%, con 
mayores indicadores en el balance de género, la empleabilidad, los negocios 
basados en ingeniería, el capital humano y en las exportaciones de ingeniería. 
Así mismo, los menores valores ocurren para el indicador de investigación y 
calidad de la infraestructura. Los países de mayor puntaje son Suecia, 
Dinamarca y Holanda con puntajes del 75% y el primer país latinoamericano, 
Argentina tiene un puntaje de 44%.  

La relación entre el índice de Ingeniería y el producto interno bruto representa 
por la gráfica siguiente, donde se observa la tendencia de que un mejor índice 
de ingeniería se relaciona con un mayor producto interno bruto per cápita.  

2. Análisis del impacto económico tanto en el País como en las finanzas del 
Estado, señalando cual puede ser el costo de la implementación del 
proyecto de ley. 

1. Las tendencias globales emergentes en el mundo de los negocios tienen un 
gran impacto en las necesidades de la fuerza laboral, y consecuencia, en la 
educación y formación de la población activa.  

2. Las economías desarrolladas se enfrentan al problema del envejecimiento de 
la población. Un gran porcentaje de la fuerza laboral actual capacitada y 
experimentada debe jubilarse. 

3. Los países deben reforzar sus competencias en ciencia e ingeniería con el 
objetivo de proponer soluciones sostenibles a los desafíos que afrontan en 
materia de salud, agricultura, comunicaciones, energía y desarrollo industrial y 
de infraestructuras. No sólo deben invertir en políticas nacionales adaptadas a 
sus necesidades en ciencia y sistemas de gobernanza, sino que también han de 
reforzar su capacidad de llevar a cabo los desarrollos tecnológicos demandados 
por el sector productivo. 

4. Los países en desarrollo pueden utilizar las actividades de ingeniería de 
manera eficaz para dar un importante valor agregado a sus recursos. Además 
de mejorar los ingresos generados por estos recursos, el valor agregado 
contribuye considerablemente al desarrollo socioeconómico de esas sociedades. 

5. Los graduados en ingeniería aprenden a integrar principios científicos y de 
ingeniería para desarrollar productos y procesos que contribuyan al crecimiento 
económico, avances en la atención médica, sistemas de seguridad nacional 

mejorados, gestión de recursos ecológicamente racional y muchas otras áreas 
beneficiosas. Como resultado, los estudiantes que se gradúan con títulos de 
ingeniería aportan habilidades muy apreciadas a un amplio espectro de sectores 
productivos. Adicionalmente, algunos realizan investigaciones que dan como 
resultado aplicaciones tecnológicas de alto valor social o económico. Otros 
producen y gestionan las innovaciones tecnológicas que, para el caso de países 
desarrollados, representan entre un tercio y la mitad del crecimiento de la 
economía. Aún más, aportan habilidades analíticas avanzadas y conocimiento 
de alta tecnología a campos tan diversos como la atención médica, los servicios 
financieros, el derecho y el gobierno. Los graduados en ingeniería tienen la 
capacidad para lograr los avances en innovación, productividad y eficacia que 
los convierten en valiosos contribuyentes al desarrollo económico de un país. 

3. Sisben como instrumento de focalización de los subsidios para la 
Educación Superior en ciencia y tecnología. 

El artículo 94 de la Ley 715 de 2001, modificado por los artículos 24 de la Ley 
1176 de 2007 y 165 de la Ley 1753 de 2015, dispone: 

Artículo 94. Focalización de los servicios sociales. Focalización es el proceso 
mediante el cual, se garantiza que el gasto social se asigne a los grupos de 
población más pobre y vulnerable. 

El Conpes Social, definirá cada tres años los criterios e instrumentos para la 
determinación, identificación y selección de beneficiarios, así como, los criterios 
para la aplicación del gasto social por parte de las entidades territoriales. 

El Gobierno Nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación, 
definirá las condiciones de ingreso, suspensión y exclusión de las personas a las 
bases de datos que hacen parte de los mencionados instrumentos, los cruces de 
información necesarios para su depuración y actualización, así como los 
lineamientos para su implementación y operación, el diseño de las metodologías, 
la consolidación de la información a nivel nacional, los controles de calidad 
pertinentes; y coordinará y supervisará su implementación, mantenimiento y 
actualización. En desarrollo de esta atribución, el Gobierno Nacional, en 
situaciones especiales y con el objetivo de garantizar la efectividad de los 
instrumentos de focalización, de manera preventiva podrá suspender 
temporalmente su actualización en el país, con las excepciones a que hubiere 
lugar. 

Para la definición de los criterios de egreso, suspensión o exclusión de las 
personas de las bases de datos, se tendrán en cuenta la aplicación de los 
principios de transparencia, igualdad y publicidad de la información, que no goce 
de protección constitucional o reserva legal, así como los principios 
constitucionales que rigen la administración de datos personales, de 
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conformidad con las normas vigentes. 

Las entidades territoriales tendrán a cargo su implementación, actualización, 
administración y operación de la base de datos, conforme a los lineamientos y 
metodologías que establezca el Gobierno Nacional. 

En todo caso, las entidades territoriales al realizar inversión social, 
especialmente mediante la asignación de subsidios, deben aplicar los criterios e 
instrumentos de focalización, definidos por el Conpes Social. Los diferentes 
programas sociales del orden nacional o territorial, deben definir la forma en que 
aplicarán los criterios e instrumentos para la focalización, contemplando además 
los criterios de egreso o cesación de la condición de beneficiarios que resulten 
pertinentes, en función de los objetivos e impactos perseguidos. 

Los gobernadores y alcaldes deben tomar las medidas pertinentes para 
garantizar que los grupos de población pobre y vulnerable tengan acceso a los 
servicios básicos". 

Por su parte, los artículos 2.2.8.1.1 y 2.2.8.1.2 del Decreto Único Reglamentario 
1082 de 2015, señalan: 

Artículo 2.2.8.1.1. Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de 
Programas Sociales (Sisbén). El Sistema de Identificación de Potenciales 
Beneficiarios de Programas Sociales (Sisbén), es un instrumento de la política 
social, para la focalización del gasto social, el cual utiliza herramientas 
estadísticas y técnicas que permiten identificar y ordenar a la población, para la 
selección y asignación de subsidios y beneficios por parte de las entidades y 
programas con base en las condiciones socioeconómicas en él registradas. 

Artículo 2.2.8.1.2. Sisbén y programas sociales. El Sisbén opera a través de un 
sistema de información y es neutral frente a los programas sociales. En 
consecuencia, el ingreso al Sisbén por sí mismo no otorga el acceso a los 
programas sociales. 

Las entidades y los programas son los responsables de la selección de los 
beneficiarios o de la asignación de subsidios y beneficios. 

Como se desprende las normas anteriores, la focalización es el proceso por el 
cual se garantiza que el gasto social se asigne a los grupos de población más 
pobre y vulnerable (i), el principal instrumento de focalización del gasto social es 
el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales 
(ii) y el solo ingreso al sistema por sí mismo no otorga acceso a los programas 
sociales (iii). 

Desde 1995 se han implementado cuatro versiones del SISBÉN cada una con 
su propia metodología.  

La nueva versión del SISBEN IV se empezó a implementar desde el pasado 5 
de marzo del presente año e incluye mejoras en los procesos operativos y 
metodológicos, teniendo como enfoque, según lo señala el Documento CONPES 
3877 de 2016, combinar “todas las dimensiones de la pobreza, incluida la de 
ingresos, de forma tal que el proceso de focalización garantice que los 
programas sociales lleguen a las personas que viven la pobreza en sus 
diferentes formas”. 

“Con el fin de actualizar el índice de focalización individual, se inició un proceso 
de análisis a partir de la pregunta ¿cuál es la principal característica de la 
población objetivo de los programas sociales? O, en otras palabras, ¿a quiénes 
debería identificar el instrumento de focalización como potenciales beneficiarios 
de la oferta social? Como común denominador, en su mayoría, los programas 
buscan beneficiar a la población más pobre, definida. 

usualmente como la población con baja capacidad de generación de ingresos. 
Estos programas, a su vez, buscan proveer bienes y servicios básicos a estos 
hogares. Por tanto, los beneficiarios deben también presentar necesidades en 
términos de condiciones de vida (salud o educación, por ejemplo). 

Se evidencia, entonces, la necesidad de incluir en el enfoque del Sisbén III 
(calidad de vida) el enfoque de ingresos. De esta manera, se podrá contar con 
un instrumento que permita una caracterización integral de la población teniendo 
en cuenta la complementariedad entre la pobreza monetaria y la 
multidimensional, y que pueda responder a las necesidades de información de 
los diferentes programas sociales”. 

Además, el nuevo SISBÉN IV tendrá en cuenta las características de la pobreza 
por departamentos, diferenciando sus zonas rural y urbana, con el fin de facilitar 
el diseño de programas sociales y la priorización de la atención en las áreas más 
rezagadas, según lo advierte el citado Documento CONPES 3877: 

“Con el fin de considerar las diferencias regionales en las condiciones de vida 
que se presentan en el país, el nuevo índice de focalización se estimará por zona 
geográfica (cabecera y rural) al interior de cada departamento, por lo que se 
obtienen estimaciones para un total de 64 dominios geográficos. Adicionalmente, 
se incluirá un modelo propio para Bogotá. 

Para el uso de este nuevo indicador de focalización individual se ordenará la 
población en cada dominio según su puntaje de menor a mayor, y se construirán 
cien grupos de igual tamaño (igual número de personas). De esta forma, en el 
primer grupo estará la población con menor capacidad de generación de 
recursos, y en el grupo cien, aquellos con mayor capacidad. La definición de los 
puntajes de corte para el acceso a los diferentes programas sociales se basará 
en la definición del número de grupos en cada dominio, desde el más bajo al más 

alto, que se decida incorporar a cada programa según los objetivos que este 
persiga”. 

En adelante, los potenciales beneficiarios de los programas sociales se 
clasificarán en grupos denominados por letras y no por puntajes. 

En cada grupo los hogares están clasificados en subgrupos de la siguiente 
forma: 

Grupo A: Comprende a hogares en situación de pobreza extrema. En este grupo 
los hogares estarán clasificados en 5 subgrupos, desde A1 hasta A5. 
Grupo B: Corresponde a hogares en condición de pobreza moderada. Este grupo 
tendrá 7 subgrupos desde el B1 hasta el B7. 
Grupo C: Corresponde a hogares en condición de vulnerabilidad. Este grupo 
tendrá 18 subgrupos desde el C1 hasta el C18. 
Grupo D: Comprende hogares que no están en situación de pobreza.  Este grupo 
tendrá 21 subgrupos desde el D1 hasta el D21. 
 
4. Viabilidad jurídica. Revisión de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional sobre la materia. 

Para establecer la viabilidad jurídica del Proyecto de Ley, debemos comenzar 
por determinar cuáles de sus componentes pueden suscitar alguna barrera 
jurídica, para que este sea considerado constitucional en la integridad de su 
contenido. Al respecto, el punto central de este es establecer una medida para 
redistribuir recursos del Estado a favor de la educación superior de un grupo 
determinable de personas de los estratos socioeconómicos más vulnerables (1, 
2 y 3), y enfocado en unos sectores de conocimiento determinados relacionados 
con, el desarrollo de habilidades y competencias STEM (Ciencias, tecnología, 
ingeniería y matemáticas por sus siglas en inglés).  

En este sentido, procedemos a analizar el Proyecto de Ley de la siguiente 
manera: En primera instancia, se debe establecer que la finalidad del Proyecto 
es constitucionalmente aceptable. En segundo lugar, determinar que la distinción 
que hace entre personas de diferentes estratos económicos no atenta contra el 
principio de igualdad constitucional. En última instancia, analizar si es 
constitucionalmente viable la propuesta de promoción mediante subsidios del 
Estado de unas carreras en específico, asociadas a STEM. Con respecto a los 
dos últimos puntos, es importante destacar que es necesario desarrollar 
brevemente un test de proporcionalidad para determinar si estas son 
jurídicamente aceptables. 

Como bien se ha resaltado a lo largo de la exposición de motivos, el Proyecto de 
Ley busca impulsar la educación superior en áreas del conocimiento que estén 
relacionados con el desarrollo de habilidades y competencias STEM, para 

estudiantes de estratos 1, 2 y 3. Para esto, busca utilizar recursos del Estado 
para subsidiar total o parcialmente becas de aspirantes que deseen cursar 
dichas carreras.  

Así las cosas, comenzamos señalando que la educación es reconocida como un 
derecho fundamental por Constitución Política de 1991, que en su artículo 67, 
determina que es un derecho que busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, 
a la técnica y a los demás bienes y valores de la cultura. Así mismo, en desarrollo 
de este derecho, la Corte Constitucional ha señalado que este: “tiene el carácter 
de fundamental, en atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo 
humano y la erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción 
de otras garantías fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de 
oportunidades, el mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la 
participación política”11. Con esto, es viable pensar que el fin perseguido por el 
Proyecto de Ley en cuestión no sólo es constitucionalmente viable, sino que 
también ayuda a la protección y el ejercicio de un derecho fundamental.  

Lo siguiente que se tiene que examinar, es que las distinciones que hace el 
proyecto de norma sean jurídicamente aceptables. Con esto se hace referencia 
al hecho que el Proyecto de Ley hace dos distinciones que valen la pena 
estudiar. La primera de estas es que el subsidio se le piensa otorgar a personas 
que pertenezcan desde determinado estrato socioeconómico (1, 2 y 3), mientras 
que la otra es la distribución de los recursos del Estado a unos sectores 
específicos del conocimiento (las STEM excluyendo así otras áreas).  

Respecto a este tipo de situaciones, la Corte Constitucional ha reconocido que 
se hace necesario realizar un test de proporcionalidad el cual “encuentra 
sustento como principio de interpretación constitucional en su función como el 
“marco del estado de derecho”, que busca asegurar que el poder público actúe 
dentro de sus competencias y sin excederse en el ejercicio de sus funciones12. 
Debido a esto, la jurisprudencia ha reconocido como elementos esenciales que 
deben ser considerados por el juez a la hora de realizar el mencionado test los 
siguientes: La idoneidad o adecuación de la medida; la necesidad de la medida; 
y un test de proporcionalidad en sentido estricto13.  

Con respecto a la idoneidad o adecuación, se hace referencia a que la medida, 
la cual hace relación a que la intervención o la injerencia que el Estado pueda 
generar en la efectividad de un derecho fundamental resulte lo “suficientemente 

 
11 Corte Constitucional. Sentencia T-743 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 

12 Corte Constitucional. Sentencia. C-838 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 

13 Corte Constitucional. Sentencia. C-144 de 2015. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez 
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apta o adecuada para lograr el fin que se pretende conseguir”14. Con respecto a 
la necesidad de la medida, con el test de proporcionalidad en sentido estricto se 
busca evaluar o ponderar si la restricción a los derechos fundamentales, que 
genera la medida cuestionada resulta equivalente a los beneficios que reporta, 
o si, por el contrario, ésta resulta desproporcionada al generar una afectación 
mucho mayor a estos intereses jurídicos de orden superior. Con esto en mente, 
se procede a determinar la proporcionalidad de las medidas aparentemente 
discriminatorias que pretende realizar el Proyecto de Ley.  

Empezando con el enfoque que se les da a los subsidios a beneficiar únicamente 
personas de estratos socio económicos determinados, lo primero que se tiene 
que observar es la idoneidad o adecuación de la medida. Al respecto, teniendo 
en cuenta que el Proyecto de Ley busca tanto promover la educación como 
desarrollar la equidad social (al estar encaminado a los sectores 
económicamente vulnerables de la población) es menester identificar que estas 
medidas en efecto puedan ser adecuadas para alcanzar a tal fin. 

Para esto, basta con mirar en la jurisprudencia de la Corte Constitucional para 
encontrar que existe una relación entre la educación, la erradicación de la 
pobreza, el desarrollo humano y la construcción de una sociedad democrática. 
Lo anterior, gracias a que la educación ha sido vista como una herramienta que 
permite la proyección social del ser humano, la realización de sus demás 
derechos fundamentales a la vez que es un factor esencial para el desarrollo 
humano, social y económico, toda vez que es un instrumento para la 
construcción de equidad social15. A lo anterior se suma lo presentado en el 
análisis de conveniencia y oportunidad, el cual muestra la relación con los 
medios y fines del proyecto con documentos que sustentan la expedición de esta 
medida. 

Por otra parte, la idoneidad o adecuación de la medida de restringir los subsidios 
a unas áreas específicas del conocimiento, se encuentra en los planteamientos 
realizados en el análisis de conveniencia y oportunidad realizado en la presente 
exposición de motivos.  

En estas se muestra como está ligado el desarrollo de habilidad y conocimiento 
STEM con el desarrollo humano al ser una herramienta que propende por la 
igualdad de oportunidades, el mínimo vital y el progreso del país. 
Particularmente, en los efectos positivos mencionados de las áreas de 
conocimiento STEM sobre el PIB de los países. 

 
14 Corte Constitucional. Sentencia. C-544 de 2007. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 

15 Corte Constitucional. Sentencia C 376 de 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 

Con respecto a la necesidad de la medida, se observa que la distinción es 
indispensable para el objetivo descrito como legítimo. Al respecto, primero se 
tiene que destacar el carácter progresivo que tiene el aspecto de accesibilidad 
económica con respecto al derecho a la educación superior. Si bien este es un 
derecho que ostenta toda persona, la garantía y cobertura del derecho a la 
educación “debe ampliarse de manera gradual, de acuerdo con la capacidad 
económica e institucional del Estado en cada momento histórico”16.  

Con esto se reconoce que en la realidad el poder cubrir la totalidad de los 
sectores socioeconómicos se hace económicamente inviable, razón por la cual 
es necesario empezar de manera gradual con los grupos más vulnerables del 
País. De esta manera, teniendo en cuenta que los estratos seleccionados tienen 
un acceso considerablemente más restringido a la educación (en comparación 
con los estratos más altos) se encuentra que la medida se hace necesaria para 
seguir con la progresividad del acceso económico efectivo a la educación 
superior. 

Por otro lado, enfocar las áreas de conocimiento señaladas encuentra su 
necesidad en los déficits encontrados a lo largo del análisis de conveniencia y 
oportunidad. Con esto se hace referencia a que la asignación de recursos a favor 
de ciertas áreas del conocimiento va de acuerdo con los análisis de política 
pública realizado por el Gobierno Nacional y en la justificación del presente 
Proyecto. De esta manera se busca que la medida propenda por el interés 
general a la vez que se cumple la función social de la educación. 

Frente al test de proporcionalidad, se rescata que “el propósito de restringir el 
acceso a recursos escasos para educación de posgrado resulta una finalidad 
aceptable constitucionalmente, en la medida en que permite que el Gobierno 
priorice de manera eficiente la utilización de recursos escasos para asignarlos 
conforme a tres criterios de gran importancia constitucional: el mérito, las 
necesidades individuales y las necesidades sociales”17. De esta manera 
encontramos que la Corte Constitucional considera que la restricción que se está 
realizando frente al acceso a los subsidios de educación es proporcional, en la 
medida en que los criterios en que se basa son proporcionales al beneficio que 
se busca con el Proyecto de Ley.  

Por último, en relación con el test de proporcionalidad y la medida de enfocar los 
subsidios a unas áreas específicas del conocimiento, es importante aclarar que 
la Corte ha aclarado que “el propósito de restringir el acceso a recursos escasos 
para educación de posgrado resulta una finalidad aceptable constitucionalmente, 

 
16 Corte Constitucional. Sentencia T 375 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 

17 Corte Constitucional. Sentencia C 520 de 2016. M.P. María Victoria Calle Correa. 

en la medida en que permite […] al gobierno decidir qué áreas del conocimiento 
privilegia, de acuerdo con las necesidades del país, con lo cual contribuye a la 
realización del principio de prevalencia del interés general, y de la función social 
de la educación"18. De esta forma, la misma Corte ha señalado que la medida de 
diferenciación entre áreas del conocimiento es proporcional con los fines que se 
buscan alcanzar con el Proyecto de Ley. 
 
A manera de conclusión, el Proyecto de Ley no presenta razones para declarar 
sus fines o medios como inconstitucionales. Con esto, es seguro decir que el 
enfocar los subsidios en razón del estrato económico y el área de conocimiento, 
no solo persigue fines constitucionales, sino que además ayuda a propender por 
el pleno cumplimiento del derecho a la educación superior. Vale la pena aclarar, 
que si bien los fines y medios que utiliza el proyecto de Ley, se hace necesario 
contar con una justificación de la toma de estas medidas para así poder contar 
con que las disposiciones aquí planteadas no sean declaradas medidas 
inconstitucionales que atentan contra el principio de igualdad. Teniendo en 
cuenta lo anterior, y lo desarrollado en la exposición de motivos, es viable 
considerar que se cuenta con una justificación de las medidas tomadas. 
 
III. ANÁLISIS AL TEXTO PROPUESTO PARA INFORME DE PONENCIA 

SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No. 270 de 2021. 

A) Estructura del proyecto 
 
El proyecto de ley se encuentra integrado por nueve (9) artículos, además del 
título. El artículo 1 establece el objeto del proyecto y el artículo 9 estipula la 
vigencia del mismo. 
 
B) Consideraciones del proyecto  
 
Importancia del proyecto 
 
La importancia de esta iniciativa radica en su propósito, de promover el desarrollo 
económico del país y en especial la competitividad, la productividad y el 
emprendimiento. Para ello, se pretende impulsar la educación superior en áreas 
del conocimiento que estén relacionadas con el desarrollo de habilidades y 
competencias STEM, para estudiantes de estratos 1, 2 y 3, a través de recursos 
del Estado para subsidiar total o parcialmente becas de aspirantes que deseen 
cursar dichas carreras. 
 
Contenido del proyecto 

 
18 Corte Constitucional. Sentencia C 520 de 2016. M.P. María Victoria Calle Correa. 

El artículo 1 contiene el objeto del proyecto de ley, que busca promover el 
desarrollo económico del País y en especial la competitividad, la productividad y 
el emprendimiento, mediante el fomento de la educación superior en ciencia, 
tecnología, ingeniería y matemáticas. 

El artículo 2 crea un Fondo Especial para el fomento de la Educación Superior 
en ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas que asumirá los costos de las 
matrículas, así como los gastos de sostenimiento de los estudiantes que 
adelanten los programas de educación superior. 

El artículo 3 crea la Comisión Académica para el fomento de la educación 
superior en ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas. 

El artículo 4 establece el órgano competente para determinar los programas que 
serán objeto de fomento de la educación superior en ciencia, tecnología, 
ingeniería y matemáticas.  

El artículo 5 establece el monto de los subsidios básicos. 

El artículo 6 determina los requisitos para acceder a los subsidios. 

El artículo 7 establece un descuento tributario para las personas naturales o 
jurídicas que realicen aportes al fondo especial para el fomento de la educación 
superior en ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas. 

El artículo 8 plantea lineamientos para la investigación que permita el desarrollo 
de patentes, productos, mejoras o procesos, concertados entre las empresas 
aportantes y las instituciones de educación superior. 

El artículo 9 establece la vigencia de la presente ley.  

 
IV. NORMAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE SOPORTAN EL 

PROYECTO DE LEY. 

 

I. Marco constitucional 
 
“Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación 
integral. 
El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los 
organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y 
progreso de la juventud”. 
 
“Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público que 
tiene una función social: con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, 
a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura”. 
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“Artículo 69. (…) El Estado fortalecerá la investigación científica en las 
universidades oficiales y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su 
desarrollo. El Estado facilitara mecanismos financieros que hagan posible el 
acceso de todas las personas aptas a la educación superior”. 
 
II. Marco legal 
 
Ley General de Educación 115 de 1994. “Señala las normas generales para 
regular el Servicio Público de la Educación que cumple una función social acorde 
con las necesidades e intereses de las personas, de la familia y de la sociedad. 
Se fundamenta en los principios de la Constitución Política sobre el derecho a la 
educación que tiene toda persona, en las libertades de enseñanza, aprendizaje, 
investigación y cátedra y en su carácter de servicio público”. 
 
Decreto 1075 de 2015: Decreto único reglamentario del sector educativo. 
 

V. POSIBLES CONFLICTOS DE INTERÉS: 

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3° de la Ley 2003 del 19 de 
noviembre de 2019, por la cual se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se 
dictan otras disposiciones, que modifica el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992, que 
establece la obligación al autor del proyecto presentar la descripción de las 
posibles circunstancias o eventos que podrán generar un conflicto de interés 
para la discusión y votación del proyecto, siendo estos, criterios guías para que 
los congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal 
de impedimento.  
 
Frente al presente proyecto, se considera que no genera conflictos de interés, 
puesto que no hay beneficios particulares, actuales y directos, conforme lo 
dispone la ley, dado que, el objeto del proyecto versa sobre temas de interés 
general; sin embargo, la decisión queda en consideración de cada congresista. 
 
Finalmente, se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés 
que se puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de ley, no exime 
del deber al Congresista de identificar e informar sobre los mismos. 
 
En los términos anteriores, en nuestra condición de miembros del Congreso de 
la República, nos permitimos poner a consideración del honorable Congreso, 
este proyecto de ley. 

VI. PROPOSICIÓN

En mérito de lo expuesto, rindo ponencia positiva y solicito a los Honorables 
Representantes de la Plenaria de la Cámara de Representantes, dar segundo
Debate al Proyecto de Ley no. 270 de 2021 de Cámara. “POR MEDIO DE LA 
CUAL SE PROMUEVE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN CIENCIA, 
TECNOLOGÍA, INGENIERÍA Y MATEMÁTICAS”.

Cordialmente,

                                    
ESTEBAN QUINTERO CARDONA                          
Representante a la Cámara                                      
Coordinador Ponente                                                

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE 
PROYECTO DE LEY No. 270 DE 2021 DE CÁMARA 

"POR MEDIO DE LA CUAL SE PROMUEVE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN 
CIENCIA, TECNOLOGÍA, INGENIERÍA Y MATEMÁTICAS”. 

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 
DECRETA: 

Artículo 1º. Objeto. El objeto de la presente Ley es promover el desarrollo 

económico del País y en especial la competitividad, la productividad y el 

emprendimiento, mediante el fomento de la educación superior en ciencia, 

tecnología, ingeniería y matemáticas.  

Artículo 2º. Fondo para la Educación Superior en ciencia, tecnología, 
ingeniería y matemáticas. Créase un Fondo Especial para el fomento de la 

Educación Superior en ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas que 

asumirá los costos de las matrículas, así como los gastos de sostenimiento de 

los estudiantes que adelanten los programas de educación superior que señale 

La Comisión Académica establecida en el artículo tercero de la presente ley, 

según los lineamientos que se establecen a continuación. 

Parágrafo 1º. En un plazo no mayor de seis (6) meses a partir de la sanción de 

la presente Ley, el Fondo deberá iniciar su funcionamiento y el Gobierno 

Nacional debe hacer los ajustes necesarios al respecto. 

Parágrafo 2º.: Las universidades que participen de este programa deberán dar 

un descuento mínimo del 20% del valor de la matrícula, el resto del valor de la 

matricula del estudiante que este subsidiado con este programa se pagará con 

los recursos del fondo y con el aporte del beneficiario el cual sale de aplicar el 

artículo quinto de la presente ley. El descuento mencionado se efectuará siempre 

y cuando el Gobierno Nacional asigne las partidas necesarias a las Instituciones 

de Educación Superior públicas para cubrirlos.  

Artículo 3º.. Comisión Académica. Créase la Comisión Académica para el 

fomento de la educación superior en ciencia, tecnología, ingeniería y 

matemáticas la cual estará conformada por el presidente de la Asociación 

Colombiana de Facultades de Ingeniería y cuatro (4) decanos escogidos de 

forma paritaria entre las instituciones de educación superior públicas y privadas 

con acreditación institucional en alta calidad por parte del Consejo Nacional de 

Acreditación. 

Artículo 4º. Órgano competente. La Comisión Académica para el fomento de 

la educación superior en ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas con el 

apoyo del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación establecerá los 

programas de educación superior que serán objeto de fomento para lo cual se 

tomará como criterio la disminución de la brecha de talento humano entre el 

número deseado de estudiantes y la cantidad de estudiantes efectivamente 

matriculados por año en los programas estratégicos para el desarrollo 

económico del País. 

Artículo 5º. Monto de los subsidios básicos. El monto de los subsidios será 

el siguiente de acuerdo al nivel socioeconómico: 

Nivel socioeconómico Matricula Manutención (SMLMV) 

Grupo A 95% 100% 

Grupo B 90% 90% 

Grupo C 80% 80% 

Grupo D 60% 50% 
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Parágrafo 1º. Equidad de género. Para las mujeres, el monto de los subsidios 

será el siguiente: 

Nivel socioeconómico Matricula Manutención 

(SMLMV) 

Beneficios adicionales 

Grupo A 100% 100% Computador portátil y 

calculadora 

Grupo B 95% 95% Computador portátil y 

calculadora 

Grupo C 80% 80%   

Grupo D 60% 50%   

  

Parágrafo 2º.  Nivel socioeconómico. El nivel socioeconómico de qué trata el 

presente artículo corresponde a la clasificación establecida mediante el Sistema 

de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (SISBEN). 

Artículo 6º. Requisitos. Para acceder a los subsidios de que trata la presente 

Ley, los estudiantes deberán cumplir los siguientes requisitos: 

1)  Tener nacionalidad colombiana 

2)  Tener entre 14 a 28 años en el momento de validación de requisitos de la 

convocatoria a la cual aplica 

3)  Tener título de bachiller 

4)  Haber obtenido en las pruebas de Estado Saber 11º el nivel mínimo de 

puntaje en las materias básicas que señale el Comité Académico de que 

trata esta Ley. 

5)  Tener la carta de admisión de una institución de educación superior con 

acreditación institucional en alta calidad, en calidad de estudiante nuevo, 

en uno de los programas académicos de pregrado de educación superior 

objeto de fomento de la presente Ley. 

6)  No tener título profesional universitario al momento de presentarse a la 

convocatoria. Si durante el desarrollo de sus estudios con el apoyo 

económico de los subsidios de que trata esta Ley, el estudiante obtiene 

un título profesional, terminará el apoyo económico subsidiado. 

7)  No ser beneficiario en estado activo de un Fondo administrado por el 

Icetex. 

Artículo 7º. Descuento tributario. Las personas naturales o jurídicas que 

realicen aportes al fondo especial para el fomento de la educación superior en 

ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas tendrán derecho a descontar de su 

impuesto sobre la renta a cargo el 25% del valor aportado en dicho fondo en el 

período gravable en que se realizó la inversión. 

Artículo 8º. Desarrollo de patentes, productos, mejoras o procesos. A partir 

del primer período académico, los estudiantes deberán participar en una 

investigación que permita el desarrollo de patentes, productos, mejoras o 

procesos, concertados entre las empresas aportantes y las instituciones de 

educación superior, conforme a los lineamientos que determine Comisión 

Académica para el fomento de la educación superior en ciencia, tecnología, 

ingeniería y matemáticas con el apoyo del Ministerio de Ciencia, Tecnología e 

Innovación. 

Artículo 9º. Vigencia de la Ley. La presente ley rige a partir de la fecha de su 

promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

                                    
ESTEBAN QUINTERO CARDONA                          
Representante a la Cámara                                      
Coordinador Ponente                                                
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COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 

 
SUSTANCIACIÓN  

 
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 

 
 
Bogotá, D.C., 15 de marzo de 2022 
 

Autorizo la publicación del presente informe de ponencia para segundo debate, el 
texto que se propone para segundo debate y el texto aprobado en primer debate del 
Proyecto de Ley No.  270 DE 2021 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
PROMUEVE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN CIENCIA, TECNOLOGÍA, 
INGENIERÍA Y MATEMÁTICAS”. 

 

La ponencia para segundo debate fue firmada por el   Honorable Representante 
ESTEBAN QUINTERO CARDONA.  
 
 
 
Mediante Nota Interna No. C.S.C.P. 3.6 –   047 / 15 de marzo de 2022, se solicita la 
publicación en la Gaceta del Congreso de la República. 
 
 
 

 
DIANA MARCELA MORALES ROJAS  
Secretaria General  
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